
INFORME DE CONCILIACIÓN AL 
PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 39 
DE 2019 SENADO, 355 DE 2019 CÁMARA  

PRIMERA VUELTA
por medio del cual se reforma el Régimen de Control 

Fiscal.

Honorable Senador
ERNESTO MACÍAS TOVAR
Presidente del Senado de la República
Honorable Representante a la Cámara
ALEJANDRO CARLOS CHACÓN CAMARGO
Presidente de la Cámara de Representantes
Asunto: Informe de conciliación al Proyecto 

de Acto Legislativo 39 de 2019 Senado, 355 de 
2019 Cámara (Primera vuelta), “por medio del 
cual se reforma el régimen de control fiscal”.

Respetados Presidentes: 
De acuerdo con la designación efectuada 

por las Presidencias del Honorable Senado 
de la República y de la Honorable Cámara de 
Representantes, y de conformidad con los artículos 
161 de la Constitución Política y 186 de la Ley 5ª 

de 1992, los suscritos Senadores y Representantes 
integrantes de la Comisión de Conciliación 
nos permitimos someter, por su conducto, a 
consideración de las Plenarias de Senado y de 
la Cámara de Representantes para continuar el 
trámite correspondiente, el texto conciliado del 
proyecto de acto legislativo, dirimiendo de esta 
manera las discrepancias existentes entre los textos 
aprobados por las respectivas Plenarias del Senado 
de la República y la Cámara de Representantes. 

Para cumplir con nuestro cometido, procedimos 
a realizar un estudio de los textos aprobados en 
las respectivas cámaras y una vez analizado su 
contenido se encontraron ciertas discrepancias en 
los dos textos.

Con base en el ejercicio anteriormente 
expuesto, los conciliadores decidimos acoger el 
texto definitivo aprobado en la sesión plenaria del 
Senado de la República, el cual incluye algunas 
de las modificaciones, que durante el trámite, 
había introducido la Honorable Cámara de 
Representantes. Como soporte de esta decisión, 
a continuación se comparan los textos aprobados 
por las Honorables Plenarias de Cámara de 
Representantes y Senado de la República.

Texto Aprobado en Plenaria de 
Cámara

Texto Aprobado en Plenaria de 
Senado Comentarios

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 116 de la 
Constitución Política de Colombia 
quedará así:

El artículo 1° del Proyecto 
de Acto Legislativo, aprobado 
en Plenaria de Cámara de 
Representantes asignaba funciones 
jurisdiccionales a la Contraloría 
General, a las Contralorías 
Territoriales y a la Auditoría 
General. 
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Texto Aprobado en Plenaria de 
Cámara

Texto Aprobado en Plenaria de 
Senado Comentarios

“Artículo 116. La Corte 
Constitucional, la Corte Suprema 
de Justicia, el Consejo de Estado, 
la Comisión Nacional de Disciplina 
Judicial, la Fiscalía General de la 
Nación, los Tribunales y los Jueces, 
administran Justicia. También lo hace la 
Justicia Penal Militar. 

El Congreso ejercerá determinadas 
funciones judiciales.

La Contraloría General de la 
República, las Contralorías Territoriales 
y la Auditoría General de la República, 
ejercerán función jurisdiccional para 
la determinación de la responsabilidad 
fiscal, en los términos que defina la Ley.

Excepcionalmente la ley podrá 
atribuir función jurisdiccional en 
materias precisas a determinadas 
autoridades administrativas. Sin 
embargo, no les será permitido adelantar 
la instrucción de sumarios ni juzgar 
delitos.

Los particulares pueden ser 
investidos transitoriamente de la 
función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas 
criminales, conciliadores o en la de 
árbitros habilitados por las partes para 
proferir fallos en derecho o en equidad, 
en los términos que determine la ley”.

Teniendo en cuenta las 
consideraciones que se han 
presentado frente a las facultades 
jurisdiccionales por diferentes 
sectores en el trámite de la presente 
iniciativa, se ha decidido acoger la 
decisión adoptada en Plenaria de 
Senado, en el sentido de retirarlas 
del proyecto de acto legislativo.

Artículo 2°. El Artículo 267 de la 
Constitución Política de Colombia 
quedará así:

“Artículo 267. La vigilancia y el 
control fiscal son una función pública 
que ejercerá la Contraloría General de 
la República, la cual vigila la gestión 
fiscal de la administración y de los 
particulares o entidades que manejen 
fondos o bienes públicos, en todos 
los niveles administrativos y respecto 
de todo tipo de recursos públicos. 
La ley reglamentará el ejercicio de 
las competencias entre contralorías, 
en observancia de los principios 
de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad. El control ejercido por 
la Contraloría General de la República 
será preferente en los términos que 
defina la ley. 

Artículo 1°. El Artículo 267 de la 
Constitución Política de Colombia quedará 
así:

“Artículo 267. La vigilancia y el 
control fiscal son una función pública 
que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal 
de la administración y de los particulares 
o entidades que manejen fondos o 
bienes públicos, en todos los niveles 
administrativos y respecto de todo tipo 
de recursos públicos. La ley reglamentará 
el ejercicio de las competencias entre 
contralorías, en observancia de los 
principios de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad. El control ejercido por la 
Contraloría General de la República será 
preferente en los términos que defina la 
ley. 

Se considera necesario 
acoger el texto de Senado, dado 
que este armoniza la eliminación 
del artículo primero del texto 
aprobado en la Honorable Cámara 
de Representantes e incluye una 
disposición que permite garantizar 
mayor celeridad en el control 
jurisdiccional de los fallos de 
responsabilidad fiscal.

El control fiscal podrá ser 
preventivo, concomitante, posterior 
y selectivo, según sea necesario para 
garantizar la defensa y protección 
del patrimonio público. El Control 
Preventivo y Concomitante no implicará 
coadministración y se realizará en 
tiempo real a través del seguimiento 
permanente del recurso público, sus 
ciclos, uso, ejecución, contratación e 
impacto, mediante el uso de tecnologías 
de la información. La ley regulará su 
ejercicio y los sistemas y principios 
aplicables para cada tipo de control.

El control fiscal podrá ser preventivo, 
concomitante, posterior y selectivo, según 
sea necesario para garantizar la defensa 
y protección del patrimonio público. El 
Control Preventivo y Concomitante no 
implicará coadministración y se realizará 
en tiempo real a través del seguimiento 
permanente del recurso público, sus ciclos, 
uso, ejecución, contratación e impacto, 
mediante el uso de tecnologías de la 
información. La ley regulará su ejercicio 
y los sistemas y principios aplicables para 
cada tipo de control.
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Texto Aprobado en Plenaria de 
Cámara

Texto Aprobado en Plenaria de 
Senado Comentarios

La vigilancia de la gestión fiscal 
del Estado incluye el seguimiento 
permanente al recurso público, sin 
oponibilidad de reserva legal para 
el acceso a la información por parte 
de los órganos de control fiscal, y el 
control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la 
economía, la equidad y la sostenibilidad 
ambiental. La Contraloría General 
de la República tendrá competencia 
prevalente para ejercer control sobre la 
gestión de cualquier entidad territorial, 
de conformidad con lo que reglamente 
la ley.

La Contraloría es una entidad 
de carácter técnico con autonomía 
administrativa y presupuestal. Ejercerá 
funciones jurisdiccionales en las 
materias que determine la ley. 

No tendrá funciones administrativas 
distintas de las inherentes a su propia 
organización. 

El Contralor será elegido por 
el Congreso en Pleno, por mayoría 
absoluta, en el primer mes de sus 
sesiones para un periodo igual al del 
Presidente de la República, de lista de 
elegibles conformada por convocatoria 
pública con base en lo dispuesto en el 
artículo 126 de la Constitución y no 
podrá ser reelegido ni continuar en 
ejercicio de sus funciones al vencimiento 
del mismo.

La vigilancia de la gestión fiscal del 
Estado incluye el seguimiento permanente 
al recurso público, sin oponibilidad de 
reserva legal para el acceso a la información 
por parte de los órganos de control fiscal, 
y el control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la 
economía, la equidad y la sostenibilidad 
ambiental. La Contraloría General de la 
República tendrá competencia prevalente 
para ejercer control sobre la gestión 
de cualquier entidad territorial, de 
conformidad con lo que reglamente la ley.

El control jurisdiccional de los fallos 
de responsabilidad fiscal gozará de etapas 
y términos procesales especiales con 
el objeto de garantizar la recuperación 
oportuna del recurso público, en la forma 
en que lo regule la ley.

La Contraloría es una entidad 
de carácter técnico con autonomía 
administrativa y presupuestal. 

No tendrá funciones administrativas 
distintas de las inherentes a su propia 
organización. 

El Contralor será elegido por el 
Congreso en Pleno, por mayoría absoluta, 
en el primer mes de sus sesiones para 
un periodo igual al del Presidente 
de la República, de lista de elegibles 
conformada por convocatoria pública con 
base en lo dispuesto en el artículo 126 de 
la Constitución y no podrá ser reelegido ni 
continuar en ejercicio de sus funciones al 
vencimiento del mismo.

Solo el Congreso puede admitir la 
renuncia que presente el Contralor y 
proveer las faltas absolutas del cargo.

Solo el Congreso puede admitir la 
renuncia que presente el Contralor y 
proveer las faltas absolutas del cargo.

Para ser elegido Contralor General de 
la República se requiere ser colombiano 
de nacimiento y en ejercicio de la 
ciudadanía; tener más de treinta y cinco 
años de edad; tener título universitario 
y experiencia profesional no menor a 5 
años o como docente universitario por el 
mismo tiempo y acreditar las calidades 
adicionales que exija la ley.

No podrá ser elegido Contralor 
General quien sea o haya sido miembro 
del Congreso o se haya desempeñado 
como gestor fiscal del orden nacional, 
en el año inmediatamente anterior a la 
elección. Tampoco podrá ser elegido 
quien haya sido condenado a pena de 
prisión por delitos comunes.

En ningún caso podrán intervenir en 
la postulación o elección del Contralor 
personas que se hallen dentro del cuarto 
grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad y primero civil o legal respecto 
de los candidatos.

Para ser elegido Contralor General de 
la República se requiere ser colombiano de 
nacimiento y en ejercicio de la ciudadanía; 
tener más de treinta y cinco años de edad; 
tener título universitario y experiencia 
profesional no menor a 5 años o como 
docente universitario por el mismo tiempo 
y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.

No podrá ser elegido Contralor 
General quien sea o haya sido miembro 
del Congreso o se haya desempeñado 
como gestor fiscal del orden nacional, 
en el año inmediatamente anterior a la 
elección. Tampoco podrá ser elegido quien 
haya sido condenado a pena de prisión por 
delitos comunes.

En ningún caso podrán intervenir en 
la postulación o elección del Contralor 
personas que se hallen dentro del cuarto 
grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad y primero civil o legal respecto de 
los candidatos.
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Texto Aprobado en Plenaria de 
Cámara

Texto Aprobado en Plenaria de 
Senado Comentarios

La función jurisdiccional que se 
atribuye a las Contralorías se ejercerá 
por funcionarios seleccionados por 
mérito y cumplirán con el estándar de 
independencia que se determina en el 
derecho convencional que garantiza la 
etapa de acusación y juzgamiento, doble 
instancia y los recursos extraordinarios 
que determine la Ley”.

Este control concomitante y 
preventivo será realizado en forma de 
advertencia al gestor fiscal y deberá 
estar incluido en un sistema general de 
advertencia que deberá ser público.

Este control concomitante y preventivo 
será realizado en forma de advertencia al 
gestor fiscal y deberá estar incluido en un 
sistema general de advertencia que deberá 
ser público.”

Artículo 3°. El artículo 268 de la 
Constitución Política quedará así:

“Artículo 268. El Contralor General 
de la República tendrá las siguientes 
atribuciones:

1. Prescribir los métodos y la forma 
de rendir cuentas los responsables del 
manejo de fondos o bienes de la Nación 
e indicar los criterios de evaluación 
financiera, operativa y de resultados que 
deberán seguirse.

2. Revisar y fenecer las cuentas que 
deben llevar los responsables del erario 
y determinar el grado de eficiencia, 
eficacia y economía con que hayan 
obrado. 

3. Llevar un registro de la deuda 
pública de la Nación y de las entidades 
descentralizadas territorialmente o por 
servicios.

4. Exigir informes sobre su gestión 
fiscal a los empleados oficiales de 
cualquier orden y a toda persona o 
entidad pública o privada que administre 
fondos o bienes de la Nación.

5. Establecer la responsabilidad que 
se derive de la gestión fiscal, imponer 
las sanciones pecuniarias que sean del 
caso, recaudar su monto y ejercer la 
jurisdicción coactiva, para lo cual tendrá 
prelación. El trámite y decisiones del 
proceso de responsabilidad fiscal tendrá 
carácter jurisdiccional. 

6. Conceptuar la calidad y eficiencia 
del control fiscal interno de las entidades 
y organismos del Estado.

7. Presentar al Congreso de la 
República un informe anual sobre el 
estado de los recursos naturales y del 
ambiente.

Artículo 2°. El artículo 268 de la 
Constitución Política quedará así:

“Artículo 268. El Contralor General 
de la República tendrá las siguientes 
atribuciones:

1. Prescribir los métodos y la forma de 
rendir cuentas los responsables del manejo 
de fondos o bienes de la Nación e indicar 
los criterios de evaluación financiera, 
operativa y de resultados que deberán 
seguirse.

2. Revisar y fenecer las cuentas que 
deben llevar los responsables del erario y 
determinar el grado de eficiencia, eficacia 
y economía con que hayan obrado. 

3. Llevar un registro de la deuda 
pública de la Nación y de las entidades 
descentralizadas territorialmente o por 
servicios.

4. Exigir informes sobre su gestión 
fiscal a los empleados oficiales de 
cualquier orden y a toda persona o entidad 
pública o privada que administre fondos o 
bienes de la Nación.

5. Establecer la responsabilidad que 
se derive de la gestión fiscal, imponer las 
sanciones pecuniarias que sean del caso, 
recaudar su monto y ejercer la jurisdicción 
coactiva, para lo cual tendrá prelación. 

6. Conceptuar la calidad y eficiencia 
del control fiscal interno de las entidades 
y organismos del Estado.

7. Presentar al Congreso de la 
República un informe anual sobre el estado 
de los recursos naturales y del ambiente.

Así como en el artículo anterior, 
la redacción del texto aprobado 
en el honorable Senado de la 
República armoniza la eliminación 
de las facultades jurisdiccionales. 
Así mismo, se establece que el 
porcentaje del presupuesto general 
de la nación que se destinará para 
el funcionamiento de la Contraloría 
General de la República será del 
0,5%. En tal sentido se acoge el 
texto aprobado en plenaria de 
senado. 
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Texto Aprobado en Plenaria de 
Cámara

Texto Aprobado en Plenaria de 
Senado Comentarios

8. Promover ante las autoridades 
competentes, aportando las pruebas 
respectivas, investigaciones fiscales, 
penales o disciplinarias contra quienes 
presuntamente hayan causado perjuicio 
a los intereses patrimoniales del Estado. 
La Contraloría, bajo su responsabilidad, 
podrá exigir, verdad sabida y buena 
fe guardada, la suspensión inmediata 
de funcionarios mientras culminan las 
investigaciones o los respectivos procesos 
fiscales, penales o disciplinarios.

9. Presentar proyectos de ley 
relativos al régimen del control fiscal y 
a la organización y funcionamiento de la 
Contraloría General.

10. Proveer mediante concurso 
público los empleos de carrera de 
la entidad creados por ley. Esta 
determinará un régimen especial de 
carrera administrativa para la selección, 
promoción y retiro de los funcionarios 
de la Contraloría. Se prohíbe a quienes 
formen parte de las corporaciones que 
intervienen en la postulación y elección 
del Contralor, dar recomendaciones 
personales y políticas para empleos en 
ese ente de control. 

11. Presentar informes al Congreso 
de la República y al Presidente de la 
República sobre el cumplimiento de 
sus funciones y certificación sobre la 
situación de las finanzas del Estado, de 
acuerdo con la ley. 

12. Dictar normas generales para 
armonizar los sistemas de control fiscal 
de todas las entidades públicas del 
orden nacional y territorial; y dirigir e 
implementar, con apoyo de la Auditoría 
General de la República, el Sistema 
Nacional de Control Fiscal, para la 
unificación y estandarización de la 
vigilancia y control de la gestión fiscal.

13. Advertir a los servidores públicos 
y particulares que administren recursos 
públicos de la existencia de un riesgo 
inminente en operaciones o procesos 
en ejecución, con el fin de prevenir la 
ocurrencia de un daño, a fin de que el 
gestor fiscal adopte las medidas que 
considere procedentes para evitar que 
se materialice o se extienda, y ejercer 
control sobre los hechos así identificados.

14. Intervenir, en el marco de la 
función de vigilancia y control fiscal, 
cuando una contraloría territorial requiera 
apoyo técnico, se tenga evidencia de 
falta de imparcialidad y objetividad, 
o lo solicite el gobernante local, la 
corporación de elección popular del 
respectivo ente territorial, una comisión 
permanente del Congreso de la República, 
la ciudadanía mediante cualquiera de los 
mecanismos de participación ciudadana, 
o la propia contraloría territorial. La ley 
reglamentará la materia. 

8. Promover ante las autoridades 
competentes, aportando las pruebas 
respectivas, investigaciones fiscales, 
penales o disciplinarias contra quienes 
presuntamente hayan causado perjuicio a 
los intereses patrimoniales del Estado. La 
Contraloría, bajo su responsabilidad, podrá 
exigir, verdad sabida y buena fe guardada, 
la suspensión inmediata de funcionarios 
mientras culminan las investigaciones o 
los respectivos procesos fiscales, penales o 
disciplinarios.

9. Presentar proyectos de ley relativos al 
régimen del control fiscal y a la organización 
y funcionamiento de la Contraloría General. 

10. Proveer mediante concurso público 
los empleos de carrera de la entidad creados 
por ley. Esta determinará un régimen 
especial de carrera administrativa para 
la selección, promoción y retiro de los 
funcionarios de la Contraloría. Se prohíbe 
a quienes formen parte de las corporaciones 
que intervienen en la postulación y elección 
del Contralor, dar recomendaciones 
personales y políticas para empleos en ese 
ente de control. 

11. Presentar informes al Congreso de 
la República y al Presidente de la República 
sobre el cumplimiento de sus funciones 
y certificación sobre la situación de las 
finanzas del Estado, de acuerdo con la ley. 

12. Dictar normas generales para 
armonizar los sistemas de control fiscal 
de todas las entidades públicas del orden 
nacional y territorial; y dirigir e implementar, 
con apoyo de la Auditoría General de la 
República, el Sistema Nacional de Control 
Fiscal, para la unificación y estandarización 
de la vigilancia y control de la gestión fiscal.

13. Advertir a los servidores públicos 
y particulares que administren recursos 
públicos de la existencia de un riesgo 
inminente en operaciones o procesos 
en ejecución, con el fin de prevenir la 
ocurrencia de un daño, a fin de que el gestor 
fiscal adopte las medidas que considere 
procedentes para evitar que se materialice 
o se extienda, y ejercer control sobre los 
hechos así identificados.

14. Intervenir, en el marco de la función 
de vigilancia y control fiscal, cuando una 
contraloría territorial requiera apoyo técnico, 
se tenga evidencia de falta de imparcialidad 
y objetividad, o lo solicite el gobernante 
local, la corporación de elección popular 
del respectivo ente territorial, una comisión 
permanente del Congreso de la República, 
la ciudadanía mediante cualquiera de los 
mecanismos de participación ciudadana, 
o la propia contraloría territorial. La ley 
reglamentará la materia. 
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Texto Aprobado en Plenaria de 
Cámara

Texto Aprobado en Plenaria de 
Senado Comentarios

15. Presentar a la Cámara de 
Representantes la Cuenta General del 
Presupuesto y del Tesoro y certificar el 
balance de la Hacienda presentado al 
Congreso por el Contador General de la 
Nación.

16. Ejercer, directamente o a través 
de los servidores públicos de la entidad, 
las funciones de policía judicial que se 
requieran en ejercicio de la vigilancia y 
control fiscal en todas sus modalidades. 
La ley reglamentará la materia.

17. Imponer sanciones desde multa 
hasta suspensión a quienes omitan la 
obligación de suministrar información 
o impidan u obstaculicen el ejercicio 
de la vigilancia y control fiscal, por 
incumplimiento de lo prescrito en la ley. 

18. Las demás que señale la Ley.
Parágrafo Transitorio. La asignación 

básica mensual de los servidores de la 
Contraloría General de la República y 
su planta transitoria será equiparada a 
los de los empleos equivalentes de otros 
organismos de control de nivel nacional. 
Para la correcta implementación 
del presente acto legislativo, la Ley 
determinará la creación del régimen de 
carrera especial de los servidores de las 
contralorías territoriales, la ampliación 
de la planta de personal, la incorporación 
de los servidores de la planta transitoria 
sin solución de continuidad y la 
modificación de la estructura orgánica 
y funcional de la Contraloría General de 
la República, garantizando la estabilidad 
laboral de los servidores inscritos en 
carrera pertenecientes a esa entidad y a 
contralorías territoriales intervenidas o 
suprimidas. Para los efectos del presente 
parágrafo y la reglamentación del 
acto legislativo, otórguense facultades 
extraordinarias, por el término de seis 
meses, al Presidente de la República.

Así mismo, el Congreso de la 
República expedirá, con criterios 
unificados, una ley que garantice 
la autonomía presupuestal y 
la sostenibilidad financiera y 
administrativa de los organismos de 
control fiscal, garantizando, como 
mínimo, un porcentaje del 0,4% del 
Presupuesto General de la Nación, para 
el funcionamiento de la Contraloría 
General de la República”

15. Presentar a la Cámara de 
Representantes la Cuenta General del 
Presupuesto y del Tesoro y certificar el 
balance de la Hacienda presentado al 
Congreso por el Contador General de la 
Nación.

16. Ejercer, directamente o a través 
de los servidores públicos de la entidad, 
las funciones de policía judicial que se 
requieran en ejercicio de la vigilancia y 
control fiscal en todas sus modalidades. La 
ley reglamentará la materia.

17. Imponer sanciones desde multa hasta 
suspensión a quienes omitan la obligación 
de suministrar información o impidan u 
obstaculicen el ejercicio de la vigilancia 
y control fiscal, por incumplimiento de lo 
prescrito en la ley. 

18. Las demás que señale la ley.
Parágrafo Transitorio. La asignación 

básica mensual de los servidores de la 
Contraloría General de la República y su 
planta transitoria será equiparada a los de los 
empleos equivalentes de otros organismos 
de control de nivel nacional. Para la 
correcta implementación del presente acto 
legislativo, la Ley determinará la creación 
del régimen de carrera especial de los 
servidores de las contralorías territoriales, 
la ampliación de la planta de personal, la 
incorporación de los servidores de la planta 
transitoria sin solución de continuidad y 
la modificación de la estructura orgánica 
y funcional de la Contraloría General de 
la República, garantizando la estabilidad 
laboral de los servidores inscritos en carrera 
pertenecientes a esa entidad y a contralorías 
territoriales intervenidas o suprimidas. 
Para los efectos del presente parágrafo 
y la reglamentación del acto legislativo, 
otórguense facultades extraordinarias, por 
el término de seis meses, al Presidente de 
la República.

Así mismo, el Congreso de la República 
expedirá, con criterios unificados, una ley 
que garantice la autonomía presupuestal y 
la sostenibilidad financiera y administrativa 
de los organismos de control fiscal, 
garantizando, como mínimo, un porcentaje 
del 0,5% del Presupuesto General de la 
Nación, para el funcionamiento de la 
Contraloría General de la República”.

Artículo 4°. El artículo 271 de la 
Constitución Política quedará así:

“Los resultados de los ejercicios 
de vigilancia y control fiscal, así como 
de las indagaciones preliminares o los 
procesos de responsabilidad fiscal, 
adelantados por las Contralorías tendrán 
valor probatorio ante la Fiscalía General 
de la Nación y el juez competente.”.

Artículo 3°. El artículo 271 de la 
Constitución Política quedará así:

“Los resultados de los ejercicios de 
vigilancia y control fiscal, así como de las 
indagaciones preliminares o los procesos 
de responsabilidad fiscal, adelantados por 
las Contralorías tendrán valor probatorio 
ante la Fiscalía General de la Nación y el 
juez competente”.

Sin discrepancias.
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Texto Aprobado en Plenaria de 
Cámara

Texto Aprobado en Plenaria de 
Senado Comentarios

Artículo 5°. El artículo 272 de la 
Constitución Política quedará así:

“Artículo 272. La vigilancia de la 
gestión fiscal de los departamentos, 
distritos y municipios donde haya 
contralorías, corresponde a estas en 
forma concurrente con la Contraloría 
General de la República. 

La vigilancia de los municipios 
incumbe a las contralorías 
departamentales, salvo lo que la ley 
determine respecto de contralorías 
municipales. 

La ley regulará las competencias 
concurrentes entre contralorías y la 
prevalencia de la Contraloría General 
de la República.

Corresponde a las asambleas y a 
los concejos distritales y municipales 
organizar las respectivas contralorías 
como entidades técnicas dotadas de 
autonomía administrativa y presupuestal, 
y garantizar su sostenibilidad fiscal. 

Mediante un estudio técnico 
realizado por el Departamento 
Administrativo de la Función Pública, 
se determinarán los requerimientos 
técnicos, organizacionales, humanos 
y presupuestales de las Contralorías 
Territoriales, con el fin de dotar a estos 
organismos de control de herramientas 
eficaces y eficientes que permitan 
realizar un control efectivo de los 
bienes y recursos públicos. La Ley 
reglamentará lo correspondiente.

Los contralores departamentales, 
distritales y municipales ejercerán, en el 
ámbito de su jurisdicción, las funciones 
atribuidas al Contralor General de la 
República en el artículo 268.

Los Contralores departamentales, 
distritales y municipales serán elegidos 
por las Asambleas Departamentales, 
Concejos Municipales y Distritales, 
mediante convocatoria pública 
conforme a la ley, siguiendo los 
principios de transparencia, publicidad, 
objetividad, participación ciudadana y 
equidad de género, para periodo igual 
al del Gobernador o Alcalde, según el 
caso. 

Ningún contralor podrá ser reelegido 
para el período inmediato.

Para ser elegido contralor 
departamental, distrital o municipal se 
requiere ser colombiano por nacimiento, 
ciudadano en ejercicio, tener más 
de veinticinco años, acreditar título 
universitario y las demás calidades que 
establezca la ley. 

No podrá ser elegido quien sea o 
haya sido en el último año miembro de 
la Asamblea o Concejo que deba hacer 
la elección, ni quien haya ocupado cargo 
público en el nivel ejecutivo del orden 
departamental, distrital o municipal.

Artículo 4°. El artículo 272 de la 
Constitución Política quedará así:

“Artículo 272. La vigilancia de la 
gestión fiscal de los departamentos, 
distritos y municipios donde haya 
contralorías, corresponde a estas en forma 
concurrente con la Contraloría General de 
la República. 

La vigilancia de los municipios 
incumbe a las contralorías departamentales, 
salvo lo que la ley determine respecto de 
contralorías municipales. 

La ley regulará las competencias 
concurrentes entre contralorías y la 
prevalencia de la Contraloría General de la 
República.

Corresponde a las asambleas y a 
los concejos distritales y municipales 
organizar las respectivas contralorías como 
entidades técnicas dotadas de autonomía 
administrativa y presupuestal, y garantizar 
su sostenibilidad fiscal. 

Mediante un estudio técnico realizado 
por el departamento administrativo de 
la función pública, se determinarán los 
requerimientos técnicos, organizacionales, 
humanos y presupuestales de las 
contralorías territoriales, con el fin de 
dotar a estos organismos de control de 
herramientas eficaces y eficientes que 
permitan realizar un control efectivo de 
los bienes y recursos públicos. La ley 
reglamentará lo correspondiente.

Los contralores departamentales, 
distritales y municipales ejercerán, en el 
ámbito de su jurisdicción, las funciones 
atribuidas al Contralor General de la 
República en el artículo 268.

Los Contralores departamentales, 
distritales y municipales serán elegidos 
por las Asambleas Departamentales, 
Concejos Municipales y Distritales, de 
terna conformada por concurso público de 
méritos conforme a la ley, siguiendo los 
principios de transparencia, publicidad, 
objetividad, participación ciudadana y 
equidad de género, por un periodo de 
cuatro años que no podrá coincidir con el 
periodo del correspondiente gobernador y 
alcalde. 

Ningún contralor podrá ser reelegido 
para el período inmediato.

Para ser elegido contralor 
departamental, distrital o municipal se 
requiere ser colombiano por nacimiento, 
ciudadano en ejercicio, tener más 
de veinticinco años, acreditar título 
universitario y las demás calidades que 
establezca la ley. 

No podrá ser elegido quien sea o 
haya sido en el último año miembro de 
la Asamblea o Concejo que deba hacer 
la elección, ni quien haya ocupado cargo 
público en el nivel ejecutivo del orden 
departamental, distrital o municipal.

Respecto del texto aprobado 
por la Honorable Cámara de 
Representantes, el Senado de la 
República modificó este artículo 
estableciendo que la elección de 
los Contralores territoriales se hará 
de terna conformada por concurso 
público de méritos. Así mismo, 
dispuso la no concurrencia de 
los periodos de los Contralores 
territoriales con el de Gobernadores 
y alcaldes, para ello se adiciona un 
parágrafo transitorio que establece 
que la siguiente elección de los 
contralores territoriales se hará por 
un periodo de 2 años. 

Se acoge el texto de Senado.
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Texto Aprobado en Plenaria de 
Cámara

Texto Aprobado en Plenaria de 
Senado Comentarios

Quien haya ocupado en propiedad 
el cargo de contralor departamental, 
distrital o municipal, no podrá 
desempeñar empleo oficial alguno en 
el respectivo departamento, distrito 
o municipio, ni ser inscrito como 
candidato a cargos de elección popular 
sino un año después de haber cesado en 
sus funciones.

Parágrafo Transitorio. En un término 
no superior a un año la Ley reglamentará 
el fortalecimiento financiero de 
las contralorías departamentales, 
municipales y distritales con recursos 
provenientes principalmente de los 
ingresos corrientes de libre destinación 
más cuota de fiscalización que aportaran 
los sujetos de control del respectivo 
departamento, distrito o municipio. Esta 
Ley será presentada por el Gobierno y la 
Contraloría General de la Nación.

Quien haya ocupado en propiedad 
el cargo de contralor departamental, 
distrital o municipal, no podrá desempeñar 
empleo oficial alguno en el respectivo 
departamento, distrito o municipio, ni 
ser inscrito como candidato a cargos de 
elección popular sino un año después de 
haber cesado en sus funciones.

Parágrafo Transitorio 1°. La siguiente 
elección de contralores territoriales se hará 
por el término de dos años.

Parágrafo transitorio 2°. En un 
término no superior a un año la ley 
reglamentará el fortalecimiento financiero 
de las contralorías departamentales, 
municipales y distritales con recursos 
provenientes principalmente de los 
ingresos corrientes de libre destinación 
más cuota de fiscalización que aportarán 
los sujetos de control del respectivo 
departamento, distrito o municipio. Esta 
ley será presentada por el Gobierno y la 
Contraloría General de la República.

Artículo 6°. El artículo 274 de la 
Constitución Política quedará así:

“Artículo 274. La vigilancia de 
la gestión fiscal de la Contraloría 
General de la República y de todas 
las contralorías territoriales se 
ejercerá por el Auditor General de la 
República, elegido por el Consejo de 
Estado mediante convocatoria pública 
conforme a la ley, siguiendo los 
principios de transparencia, publicidad, 
objetividad, participación ciudadana y 
equidad de género, para periodo igual al 
del Contralor General de la República. 

La ley determinará la manera 
de ejercer dicha vigilancia a nivel 
departamental, distrital y municipal”

Artículo 5°. El artículo 274 de la 
Constitución Política quedará así:

“Artículo 274. La vigilancia de la 
gestión fiscal de la Contraloría General 
de la República y de todas las contralorías 
territoriales se ejercerá por el Auditor 
General de la República, elegido por el 
Consejo de Estado mediante convocatoria 
pública conforme a la ley, siguiendo los 
principios de transparencia, publicidad, 
objetividad, participación ciudadana y 
equidad de género, para un periodo de 
cuatro años. 

La ley determinará la manera de ejercer 
dicha vigilancia a nivel departamental, 
distrital y municipal.

Parágrafo transitorio. El periodo del 
Auditor dispuesto en el presente artículo 
se aplicará a quien sea elegido con 
posterioridad a la entrada en vigencia de 
este acto legislativo”.

Se acoge el texto de plenaria 
de Senado, al considerar que esta 
redacción es más clara frente al 
periodo del Auditor General de la 
República, pues se precisa que el 
mismo será de cuatro años, y que 
le será aplicable a quien sea elegido 
con posterioridad a la entrada en 
vigencia de este acto legislativo. 

Artículo 7°. Vigencia. El presente 
Acto Legislativo rige a partir de la 
fecha de su promulgación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

Artículo 6°. Vigencia. El presente Acto 
Legislativo rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.

Sin discrepancias

Luego de reunirnos para estudiar y analizar 
los textos aprobados por las Plenarias de ambas 
Cámaras, los suscritos acordamos acoger en su 
totalidad el texto aprobado por la Plenaria del 
Senado de la República. 

Dadas las anteriores consideraciones, los 
suscritos conciliadores solicitamos a las plenarias 
del Senado de la República y de la Cámara de 
Representantes aprobar el texto conciliado del 
Proyecto de Acto Legislativo 39 de 2019 Senado, 
355 de 2019 Cámara, “por medio del cual se 
reforma el régimen de control fiscal”, que se 
transcribe a continuación.

De los Honorables Congresistas,

Conciliadores designados por la Cámara de 
Representantes 

Conciliadores designados por el Senado de la 
República:
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TEXTO CONCILIADO DEL PROYECTO 
DE ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 39 

DE 2019 SENADO, 355 DE 2019 CÁMARA
por medio del cual se reforma el régimen  

de control fiscal.

El Congreso de Colombia,
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 267 de la Constitución 
Política de Colombia quedará así:

“Artículo 267. La vigilancia y el control fiscal 
son una función pública que ejercerá la Contraloría 
General de la República, la cual vigila la gestión 
fiscal de la administración y de los particulares o 
entidades que manejen fondos o bienes públicos, 
en todos los niveles administrativos y respecto de 
todo tipo de recursos públicos. La ley reglamentará 
el ejercicio de las competencias entre contralorías, 
en observancia de los principios de coordinación, 
concurrencia y subsidiariedad. El control ejercido 
por la Contraloría General de la República será 
preferente en los términos que defina la ley. 

El control fiscal podrá ser preventivo, 
concomitante, posterior y selectivo, según sea 
necesario para garantizar la defensa y protección 
del patrimonio público. El Control Preventivo y 
Concomitante no implicará coadministración y se 
realizará en tiempo real a través del seguimiento 
permanente del recurso público, sus ciclos, uso, 
ejecución, contratación e impacto, mediante el uso 
de tecnologías de la información. La ley regulará 
su ejercicio y los sistemas y principios aplicables 
para cada tipo de control.

La vigilancia de la gestión fiscal del Estado 
incluye el seguimiento permanente al recurso 
público, sin oponibilidad de reserva legal para el 
acceso a la información por parte de los órganos 
de control fiscal, y el control financiero, de 
gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, 
la economía, la equidad y la sostenibilidad 
ambiental. La Contraloría General de la República 
tendrá competencia prevalente para ejercer control 
sobre la gestión de cualquier entidad territorial, de 
conformidad con lo que reglamente la ley.

El control jurisdiccional de los fallos de 
responsabilidad fiscal gozará de etapas y términos 
procesales especiales con el objeto de garantizar 
la recuperación oportuna del recurso público, en 
la forma en que lo regule la ley.

La Contraloría es una entidad de carácter técnico 
con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las 
inherentes a su propia organización. 

El Contralor será elegido por el Congreso 
en Pleno, por mayoría absoluta, en el primer 
mes de sus sesiones para un periodo igual al del 
Presidente de la República, de lista de elegibles 
conformada por convocatoria pública con base en 
lo dispuesto en el artículo 126 de la Constitución y 

no podrá ser reelegido ni continuar en ejercicio de 
sus funciones al vencimiento del mismo.

Solo el Congreso puede admitir la renuncia que 
presente el Contralor y proveer las faltas absolutas 
del cargo.

Para ser elegido Contralor General de 
la República se requiere ser colombiano de 
nacimiento y en ejercicio de la ciudadanía; tener 
más de treinta y cinco años de edad; tener título 
universitario y experiencia profesional no menor a 
5 años o como docente universitario por el mismo 
tiempo y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.

No podrá ser elegido Contralor General quien 
sea o haya sido miembro del Congreso o se 
haya desempeñado como gestor fiscal del orden 
nacional, en el año inmediatamente anterior a la 
elección. Tampoco podrá ser elegido quien haya 
sido condenado a pena de prisión por delitos 
comunes.

En ningún caso podrán intervenir en la 
postulación o elección del Contralor personas 
que se hallen dentro del cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad y primero 
civil o legal respecto de los candidatos.

Este control concomitante y preventivo será 
realizado en forma de advertencia al gestor fiscal 
y deberá estar incluido en un sistema general de 
advertencia que deberá ser público”.

Artículo 2°. El artículo 268 de la Constitución 
Política quedará así:

“Artículo 268. El Contralor General de la 
República tendrá las siguientes atribuciones:

1.	 Prescribir los métodos y la forma de rendir 
cuentas los responsables del manejo de fon-
dos o bienes de la Nación e indicar los crite-
rios de evaluación financiera, operativa y de 
resultados que deberán seguirse.

2.	 Revisar y fenecer las cuentas que deben lle-
var los responsables del erario y determinar 
el grado de eficiencia, eficacia y economía 
con que hayan obrado. 

3.	 Llevar un registro de la deuda pública de la 
Nación y de las entidades descentralizadas 
territorialmente o por servicios.

4.	 Exigir informes sobre su gestión fiscal a los 
empleados oficiales de cualquier orden y a 
toda persona o entidad pública o privada que 
administre fondos o bienes de la Nación.

5.	 Establecer la responsabilidad que se derive 
de la gestión fiscal, imponer las sanciones 
pecuniarias que sean del caso, recaudar su 
monto y ejercer la jurisdicción coactiva, 
para lo cual tendrá prelación. 



Página 10	 Lunes, 10 de junio de 2019	 Gaceta del Congreso  507

6.	 Conceptuar la calidad y eficiencia del con-
trol fiscal interno de las entidades y organis-
mos del Estado.

7.	 Presentar al Congreso de la República un in-
forme anual sobre el estado de los recursos 
naturales y del ambiente.

8.	 Promover ante las autoridades competentes, 
aportando las pruebas respectivas, investi-
gaciones fiscales, penales o disciplinarias 
contra quienes presuntamente hayan cau-
sado perjuicio a los intereses patrimoniales 
del Estado. La Contraloría, bajo su respon-
sabilidad, podrá exigir, verdad sabida y bue-
na fe guardada, la suspensión inmediata de 
funcionarios mientras culminan las investi-
gaciones o los respectivos procesos fiscales, 
penales o disciplinarios.

9.	 Presentar proyectos de ley relativos al régi-
men del control fiscal y a la organización y 
funcionamiento de la Contraloría General.

10.	Proveer mediante concurso público los em-
pleos de carrera de la entidad creados por 
ley. Esta determinará un régimen especial 
de carrera administrativa para la selección, 
promoción y retiro de los funcionarios de 
la Contraloría. Se prohíbe a quienes formen 
parte de las corporaciones que intervienen 
en la postulación y elección del Contralor, 
dar recomendaciones personales y políticas 
para empleos en ese ente de control. 

11.	Presentar informes al Congreso de la Repú-
blica y al Presidente de la República sobre 
el cumplimiento de sus funciones y certifi-
cación sobre la situación de las finanzas del 
Estado, de acuerdo con la ley. 

12.	Dictar normas generales para armonizar los 
sistemas de control fiscal de todas las enti-
dades públicas del orden nacional y territo-
rial; y dirigir e implementar, con apoyo de la 
Auditoría General de la República, el Siste-
ma Nacional de Control Fiscal, para la uni-
ficación y estandarización de la vigilancia y 
control de la gestión fiscal.

13.	Advertir a los servidores públicos y parti-
culares que administren recursos públicos 
de la existencia de un riesgo inminente en 
operaciones o procesos en ejecución, con el 
fin de prevenir la ocurrencia de un daño, a 
fin de que el gestor fiscal adopte las medidas 
que considere procedentes para evitar que se 
materialice o se extienda, y ejercer control 
sobre los hechos así identificados.

14.	Intervenir, en el marco de la función de vi-
gilancia y control fiscal, cuando una contra-

loría territorial requiera apoyo técnico, se 
tenga evidencia de falta de imparcialidad y 
objetividad, o lo solicite el gobernante lo-
cal, la corporación de elección popular del 
respectivo ente territorial, una comisión 
permanente del Congreso de la República, 
la ciudadanía mediante cualquiera de los 
mecanismos de participación ciudadana, o 
la propia contraloría territorial. La ley regla-
mentará la materia. 

15.	Presentar a la Cámara de Representantes la 
Cuenta General del Presupuesto y del Tesoro 
y certificar el balance de la Hacienda presen-
tado al Congreso por el Contador General de 
la Nación.

16.	Ejercer, directamente o a través de los ser-
vidores públicos de la entidad, las funcio-
nes de policía judicial que se requieran en 
ejercicio de la vigilancia y control fiscal en 
todas sus modalidades. La ley reglamentará 
la materia.

17.	Imponer sanciones desde multa hasta sus-
pensión a quienes omitan la obligación de 
suministrar información o impidan u obsta-
culicen el ejercicio de la vigilancia y control 
fiscal, por incumplimiento de lo prescrito en 
la ley. 

18.	Las demás que señale la ley.
Parágrafo Transitorio. La asignación básica 

mensual de los servidores de la Contraloría 
General de la República y su planta transitoria 
será equiparada a los de los empleos equivalentes 
de otros organismos de control de nivel nacional. 
Para la correcta implementación del presente 
acto legislativo, la Ley determinará la creación 
del régimen de carrera especial de los servidores 
de las contralorías territoriales, la ampliación 
de la planta de personal, la incorporación de los 
servidores de la planta transitoria sin solución 
de continuidad y la modificación de la estructura 
orgánica y funcional de la Contraloría General de 
la República, garantizando la estabilidad laboral de 
los servidores inscritos en carrera pertenecientes 
a esa entidad y a contralorías territoriales 
intervenidas o suprimidas. Para los efectos del 
presente parágrafo y la reglamentación del acto 
legislativo, otórguense facultades extraordinarias, 
por el término de seis meses, al Presidente de la 
República.

Así mismo, el Congreso de la República 
expedirá, con criterios unificados, una ley 
que garantice la autonomía presupuestal y la 
sostenibilidad financiera y administrativa de los 
organismos de control fiscal, garantizando, como 
mínimo, un porcentaje del 0,5% del Presupuesto 
General de la Nación, para el funcionamiento de 
la Contraloría General de la República.”
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Artículo 3°. El artículo 271 de la Constitución 
Política quedará así:

“Los resultados de los ejercicios de vigilancia 
y control fiscal, así como de las indagaciones 
preliminares o los procesos de responsabilidad 
fiscal, adelantados por las Contralorías tendrán 
valor probatorio ante la Fiscalía General de la 
Nación y el juez competente.”

Artículo 4°. El artículo 272 de la Constitución 
Política quedará así:

“Artículo 272. La vigilancia de la gestión 
fiscal de los departamentos, distritos y municipios 
donde haya contralorías, corresponde a estas en 
forma concurrente con la Contraloría General de 
la República. 

La vigilancia de los municipios incumbe a las 
contralorías departamentales, salvo lo que la ley 
determine respecto de contralorías municipales. 

La ley regulará las competencias concurrentes 
entre contralorías y la prevalencia de la Contraloría 
General de la República.

Corresponde a las asambleas y a los concejos 
distritales y municipales organizar las respectivas 
contralorías como entidades técnicas dotadas 
de autonomía administrativa y presupuestal, y 
garantizar su sostenibilidad fiscal. 

Mediante un estudio técnico realizado por el 
departamento administrativo de la función pública, 
se determinarán los requerimientos técnicos, 
organizacionales, humanos y presupuestales de 
las contralorías territoriales, con el fin de dotar 
a estos organismos de control de herramientas 
eficaces y eficientes que permitan realizar un 
control efectivo de los bienes y recursos públicos. 
La ley reglamentará lo correspondiente.

Los contralores departamentales, distritales 
y municipales ejercerán, en el ámbito de su 
jurisdicción, las funciones atribuidas al Contralor 
General de la República en el artículo 268.

Los Contralores departamentales, distritales 
y municipales serán elegidos por las Asambleas 
Departamentales, Concejos Municipales y 
Distritales, de terna conformada por concurso 
público de méritos conforme a la ley, siguiendo 
los principios de transparencia, publicidad, 
objetividad, participación ciudadana y equidad 
de género, por un periodo de cuatro años que no 
podrá coincidir con el periodo del correspondiente 
gobernador y alcalde. 

Ningún contralor podrá ser reelegido para el 
período inmediato.

Para ser elegido contralor departamental, 
distrital o municipal se requiere ser colombiano 
por nacimiento, ciudadano en ejercicio, tener más 
de veinticinco años, acreditar título universitario y 
las demás calidades que establezca la ley. 

No podrá ser elegido quien sea o haya sido en 
el último año miembro de la Asamblea o Concejo 

que deba hacer la elección, ni quien haya ocupado 
cargo público en el nivel ejecutivo del orden 
departamental, distrital o municipal.

Quien haya ocupado en propiedad el cargo de 
contralor departamental, distrital o municipal, no 
podrá desempeñar empleo oficial alguno en el 
respectivo departamento, distrito o municipio, ni 
ser inscrito como candidato a cargos de elección 
popular sino un año después de haber cesado en 
sus funciones.

Parágrafo transitorio 1°. La siguiente elección 
de contralores territoriales se hará por el término 
de dos años.

Parágrafo transitorio 2°. En un término 
no superior a un año la ley reglamentará el 
fortalecimiento financiero de las contralorías 
departamentales, municipales y distritales con 
recursos provenientes principalmente de los 
ingresos corrientes de libre destinación más cuota 
de fiscalización que aportarán los sujetos de control 
del respectivo departamento, distrito o municipio. 
Esta ley será presentada por el Gobierno y la 
Contraloría General de la República.”

Artículo 5°. El artículo 274 de la Constitución 
Política quedará así:

“Artículo 274. La vigilancia de la gestión 
fiscal de la Contraloría General de la República 
y de todas las contralorías territoriales se ejercerá 
por el Auditor General de la República, elegido 
por el Consejo de Estado mediante convocatoria 
pública conforme a la ley, siguiendo los principios 
de transparencia, publicidad, objetividad, 
participación ciudadana y equidad de género, para 
un periodo de cuatro años. 

La ley determinará la manera de ejercer dicha 
vigilancia a nivel departamental, distrital y 
municipal.

Parágrafo Transitorio. El periodo del Auditor 
dispuesto en el presente artículo se aplicará a 
quien sea elegido con posterioridad a la entrada 
en vigencia de este acto legislativo.”

Artículo 6°. Vigencia. El presente Acto 
Legislativo rige a partir de la fecha de su 
promulgación y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias.

De los Honorables Congresistas,
Conciliadores designados por la Cámara de 

Representantes 

Conciliadores designados por el Senado de la 
República:
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INFORME DE CONCILIACIÓN AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 90 DE 
2017 SENADO, 303 DE 2018 CÁMARA
por medio del cual se adoptan medidas para la 

gestión y transparencia en el Sistema de Seguridad 
Social en Salud y se dictan otras disposiciones.

Bogotá, D.C., junio 10 de 2019
Honorable Representante
ALEJANDRO CARLOS CHACÓN
Presidente
Cámara de Representantes
Honorable Senador
ERNESTO MACÍAS TOVAR
Presidente
Senado de la República
Referencia: Informe de conciliación al 

Proyecto de ley número 90 de 2017 Senado, 303 
de 2018 Cámara, por medio del cual se adoptan 
medidas para la gestión y transparencia en el 
Sistema de Seguridad Social en Salud y se dictan 
otras disposiciones.

Respetados Presidentes:
Atendiendo las designaciones realizadas por 

la Presidencia de la Cámara de Representantes y 
del Senado de la República y, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 161 de la Constitución 
Política y la Ley 5ª de 1992, nos permitimos poner 
a consideración de las Plenarias de la Cámara y 
del Senado para continuar el trámite legislativo 
correspondiente, el texto conciliado del proyecto 
de ley de la referencia.

Luego del análisis correspondiente, hemos 
decidido acoger algunos artículos aprobados en la 
plenaria del Senado, de fecha 4 de diciembre de 
2018, cuyo texto fue publicado en la Gaceta del 
Congreso número 1122 de 2018, algunos otros 
aprobados en la plenaria de Cámara realizada 
el pasado 4 de junio de 2019 y cuyo texto fue 
publicado en la Gaceta del Congreso número … 
de 2019, incluido el Cambio de título aprobado en 
la Plenaria de Cámara.

De conformidad con lo expuesto en la Sentencia 
C-298 de 2016 que dispone: La naturaleza de la 
comisión de conciliación es de tipo accidental. Es 
decir, son comisiones transitorias conformadas 
por la Cámara de Representantes y el Senado 
de la República para el cumplimiento de 
funciones y misiones específicas. Concretamente, 
la comisión de conciliación como comisión 
accidental de mediación, se conforma con el 
único fin de superar las discrepancias y lograr 
la conciliación entre los textos y/o disposiciones 
divergentes que surjan respecto del articulado 
de los proyectos aprobados1. De modo que, su 
labor principal es definir el texto definitivo que 
será puesto a consideración de las plenarias de 

1	 Artículo 186, Ley 5ª de 1992.

Cámara y Senado para su respectiva aprobación. 
Dicho de otro modo, respetando los principios 
de consecutividad, identidad flexible y unidad 
de materia2, la comisión de conciliación puede 
eventualmente modificar, suprimir y hasta 
introducir texto, labor para la cual tiene como 
límite la no incorporación de nuevos asuntos o 
materias diferentes a las que hayan sido discutidas 
previamente3.

Posibilidad que ya había sido contemplada 
y analizada en las Sentencias de la Corte 
Constitucional C-940 de 2003, M. P. Marco 
Gerardo Monroy Cabra, C-1147 de 2003, M.P. 
Rodrigo Escobar Gil y C-490 de 2011, M. P. 
Luis Ernesto Vargas Silva, en donde se analizó la 
constitucionalidad, legalidad y procedencia de los 
cambios, reincorporación de artículos, redacción 
de nuevos artículos que puedan presentarse en 
la comisión de conciliación, con el único fin de 
armonizar las discrepancias surgidas entre Senado 
y Cámara, respecto del texto del articulado a 
aprobar. Esta comisión consideró oportuno 
reincorporar al texto del Proyecto de ley número 90 
Senado y 303 Cámara, que se encuentra ad portas 
de ser ley de la República, algunos artículos que 
habían sido eliminados por la supuesta duplicidad 
normativa que se podía generar al estar en el 
Plan Nacional de Desarrollo, algunas normas o 
artículos en el mismo sentido del que pretendía el 
presente proyecto de ley. 

Por ello entonces se propuso un nuevo texto 
alternativo que minimiza esas discrepancias, 
en los artículos 2-3-5-7-8-9-10-11-12-13, 
evita la duplicidad normativa y considera esta 
comisión que para mayor seguridad jurídica, en 
atención del principio de legalidad, inmediación 
y concentración, deben quedar en el texto del 
proyecto de ley, para que su aplicación sea 
inmediata, clara y sin lugar a vacíos normativos 
de ninguna índole, que puedan generar yerros 
al momento de la aplicación de esta importante 
ley que pretende impulsar la transparencia, 
vigilancia, control y aplicación del uso adecuado 
de los recursos financieros del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, de manera tal 
que se logren resultados encaminados hacia el 
mejoramiento de la atención y servicios de salud 
de la población colombiana.

De esta manera el operador jurídico, al 
momento de dar aplicación a las valiosas normas 
aquí propuestas y ampliamente debatidas, podrá 
encontrar, su origen, procedimientos, sanciones, 
metodologías, sujetos activos y pasivos de la 
misma, en un solo texto normativo, sin tener que 
recurrir a la amalgama jurídica, generando vacíos 
y errores de interpretación que, solo terminan 
afectando al ciudadano, al paciente y al afiliado 
2	 Constitución Política de Colombia, artículo 158. 
3	 Sentencias de la Corte Constitucional C-940 de 2003, M. 

P. Marco Gerardo Monroy Cabra, C-1147 de 2003, M. P. 
Rodrigo Escobar Gil y C-490 de 2011, M. P. Luis Ernesto 
Vargas Silva.
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cotizante del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud.

En igual sentido ha expresado la Corte 
Constitucional en Sentencia C-198 de 2002: “Esta 
Corte ha dicho que la facultad de las comisiones 
accidentales para conciliar textos divergentes las 
autoriza no solo para modificar su contenido, sino 
incluso para crear textos nuevos si de esta forma 
se logran superar las diferencias”.

En dicha sentencia se refirió a la Sentencia 
C-1488 de 2000, que en igual sentido sostuvo la 
Corte en aquella oportunidad: “…la conformación 
de estas comisiones tiene como presupuesto 
principal que, en relación con un proyecto 
de ley específico, se presenten  divergencias, 
discrepancias  entre el texto aprobado en una y 
otra Cámara, artículo 161 de la Constitución. 
Divergencias o discrepancias producto natural 
de la facultad que se reconoce a cada una de las 
Cámaras, de introducir las modificaciones, las 
adiciones o supresiones que se juzguen necesarias, 
a efectos de que el proceso legislativo realmente 
sea democrático, producto del pluralismo que se 
encarna en el órgano legislativo”.

Y en los orígenes del máximo órgano 
constitucional se contempló tal posibilidad, 
cuando en la Sentencia C-282 de 1995, dispuso: 
“Dentro de este contexto,  la competencia de la 
comisión accidental es de conciliación entre textos 
divergentes, lo que la faculta para introducir 
modificaciones a los textos discordantes y crear, 

si es del caso, textos nuevos, si con ello se logra 
superar la divergencia. Sobre el particular, se ha 
dicho “...las comisiones accidentales al conciliar 
los textos disímiles bien pueden introducirles las 
reformas que consideren convenientes o crear 
nuevos textos en reemplazo de esos artículos, 
siempre y cuando obtengan la aprobación de 
las Plenarias de las Cámaras y no se modifique 
sustancialmente el proyecto o se cambie su 
finalidad...”.

Respetando lo ordenado por la Corte 
Constitucional, “si las propuestas de dicha 
comisión, aun tratándose de textos nuevos, 
guardan conexidad temática con los textos 
aprobados por las cámaras, y por ende no alteran 
su sentido y finalidad, el texto correspondiente 
no estará viciado de inconstitucionalidad”4. 
Esta comisión de conciliación guardó el principio 
de consecutividad y unidad de materia, no creó 
nuevos artículos sino que reincorporó los que se 
habían eliminado en la ponencia para segundo 
debate en Cámara de Representantes, después 
de haber sido aprobados en primer y segundo 
debate en Senado y mejoró su redacción para 
evitar duplicidad normativa y armonizar con otras 
normas ya existentes al momento de este juicioso 
análisis, bajo los argumentos ya expuestos.

De igual manera se corrigieron errores 
de redacción, puntuación y ortografía5, tal y 
como se precisa en el cuadro que se presenta a 
consideración:

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

SENADO

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

CÁMARA

OBSERVACIONES Y 
CORRECCIONES

TEXTO PROPUESTO 
PARA CONCILIACIÓN

TÍTULO

POR MEDIO DE LA CUAL 
SE ADOPTAN MEDIDAS 
PARA LA GESTIÓN Y 
TRANSPARENCIA DEL 
ASEGURAMIENTO EN 
SALUD EN COLOMBIA

TÍTULO

POR MEDIO DEL CUAL 
SE ADOPTAN MEDIDAS 
PARA LA GESTIÓN Y 
TRANSPARENCIA EN EL 
SISTEMA DE SEGURIDAD 
SOCIAL EN SALUD Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSI-
CIONES

Se acoge texto Aprobado en 
Cámara por definir de mane-
ra más precisa el nombre del 
proyecto

TEXTO CONCILIADO DEL 
PROYECTO DE LEY NÚ-
MERO 90 DE 2017 SENA-
DO, 303 DE 2018 CÁMA-
RA,

“POR MEDIO DEL CUAL 
SE ADOPTAN MEDIDAS 
PARA LA GESTIÓN Y 
TRANSPARENCIA EN EL 
SISTEMA DE SEGURIDAD 
SOCIAL EN SALUD Y SE 
DICTAN OTRAS DISPOSI-
CIONES”

4	 Sentencia C-198 de 2002. M. P. Clara Inés Vargas Hernández.
5	 De conformidad con el artículo 45 de la Ley 4ª de 1913, “Los yerros caligráficos o tipográficos en las citas o referencias 

de unas leyes a otras no perjudicarán, y deberán ser modificados por los respectivos funcionarios, cuando no quede duda 
en cuanto a la voluntad del legislador”. De esta manera, el Congreso de la República ha corregido errores tipográficos y 
de redacción, como, por ejemplo, en el Informe de Conciliación del Proyecto de Acto Legislativo número 02 de 2017 Se-
nado, 002 de 2016 Cámara. En el mismo sentido, la Corte Constitucional en Sentencias C-282 de 1995, C-1488 de 2000, 
ha establecido el alcance de las comisiones accidentales de conciliación. 
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TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

SENADO

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

CÁMARA

OBSERVACIONES Y 
CORRECCIONES

TEXTO PROPUESTO 
PARA CONCILIACIÓN

Artículo 1º. Del objeto y al-
cance. La presente ley adop-
ta medidas a fin de mejorar 
la transparencia, vigilancia, 
control y aplicación del uso 
de los recursos financieros 
del Sistema General de Segu-
ridad Social en Salud. Mejo-
rar la eficiencia de operación 
y transparencia a través de la 
unificación de los sistemas de 
información de gestión finan-
ciera y asistencial, la publica-
ción de información esencial 
para el control social y rendi-
ción de cuentas de los agentes 
del sector; así como introdu-
cir decisiones de operación 
de la prestación de servicios 
y mecanismos de asignación 
de recursos para el asegura-
miento por desempeño, con el 
fin de promover la alineación 
entre agentes del sector, que 
logre resultados encaminados 
hacia el mejoramiento de la 
salud y de la experiencia de la 
población colombiana en los 
servicios de salud.

Artículo 1º. Del objeto y al-
cance. La presente ley adop-
ta medidas a fin de mejorar 
la transparencia, vigilancia, 
control y aplicación del uso 
de los recursos financieros 
del Sistema General de Segu-
ridad Social en Salud. Mejo-
rar la eficiencia de operación 
y transparencia a través de la 
unificación de los sistemas de 
información de gestión finan-
ciera y asistencial, la publica-
ción de información esencial 
para el control social y rendi-
ción de cuentas de los agentes 
del sector; así como introdu-
cir decisiones de operación 
de la prestación de servicios 
y mecanismos de asignación 
de recursos para el asegura-
miento por desempeño, con el 
fin de promover la alineación 
entre agentes del sector, que 
logre resultados encaminados 
hacia el mejoramiento de la 
salud y de la experiencia de la 
población colombiana en los 
servicios de salud.

No tuvo variación alguna en-
tre Senado y Cámara.

Se acoge texto Aprobado en 
Cámara.

Artículo 1º. Del objeto y al-
cance. La presente ley adop-
ta medidas a fin de mejorar 
la transparencia, vigilancia, 
control y aplicación del uso 
de los recursos financieros 
del Sistema General de Segu-
ridad Social en Salud. Mejo-
rar la eficiencia de operación 
y transparencia a través de la 
unificación de los sistemas de 
información de gestión finan-
ciera y asistencial, la publica-
ción de información esencial 
para el control social y rendi-
ción de cuentas de los agentes 
del sector; así como introdu-
cir decisiones de operación 
de la prestación de servicios 
y mecanismos de asignación 
de recursos para el asegura-
miento por desempeño, con el 
fin de promover la alineación 
entre agentes del sector, que 
logre resultados encaminados 
hacia el mejoramiento de la 
salud y de la experiencia de la 
población colombiana en los 
servicios de salud.

Artículo 2º. El Sistema Inte-
grado de Control, Inspección 
y Vigilancia para el Sector 
Salud. Créase el Sistema In-
tegrado de Control, Inspec-
ción y Vigilancia para el Sec-
tor Salud, a partir de la acción 
especializada y coordinada 
entre las Superintendencias 
Financiera, Superintendencia 
de Sociedades, la Superin-
tendencia de Industria y Co-
mercio y la Superintendencia 
Nacional de Salud.

La Superintendencia Finan-
ciera ejercerá la vigilancia, 
control e inspección sobre 
las entidades promotoras de 
salud u otras aseguradoras en 
salud, en lo que corresponde 
al régimen de solvencia y/o 
condiciones financieras que 
deben cumplir las EPS y las 
entidades administradoras de 
planes de beneficios.

La Superintendencia de Socie-
dades ejercerá la inspección, 
vigilancia y control sobre las 
sociedades del sector salud y 
empresas unipersonales que 
operen en el sector, a efecto 
de verificar el cumplimiento 
de las normas de derecho de 
sociedades y demás asignadas 
a este ente de control.

Artículo 2º. El Sistema In-
tegrado de Control, Ins-
pección y Vigilancia para 
el Sector Salud. Créase el 
Sistema Integrado de Con-
trol, Inspección y Vigilancia 
para el Sector Salud, a partir 
de la acción especializada y 
coordinada entre las Superin-
tendencias Financiera, Super-
intendencia de Sociedades, la 
Superintendencia de Industria 
y Comercio y la Superinten-
dencia Nacional de Salud. Sin 
perjuicio de la competencia y 
funciones asignadas a otras 
Superintendencias.

La Superintendencia Finan-
ciera podrá servir de asesor 
técnico, brindar capacitación, 
emitir conceptos, transfe-
rencia de conocimiento, y 
mejores prácticas para el for-
talecimiento de la Superin-
tendencia Nacional de Salud, 
con el fin de que esta ejerza 
la inspección, vigilancia y 
control sobre las Entidades 
Promotoras de Salud u otras 
aseguradoras en salud, así 
mismo, sobre operadores 
logísticos de tecnologías en 
salud y gestores farmacéuti-
cos, en lo que corresponde a 
las condiciones financieras 
y a las buenas prácticas de

Se propone texto alternativo, 
guardando el principio de 
unidad de materia y conse-
cutividad, acompasando las 
discrepancias surgidas entre 
los textos de Senado y Cáma-
ra, a efecto de garantizar los 
principios de unidad legisla-
tiva, inmediación y legalidad, 
facilitando así su aplicación 
integral.

Artículo 2º. El Sistema In-
tegrado de Control, Ins-
pección y Vigilancia para 
el Sector Salud. Créase el 
Sistema Integrado de Con-
trol, Inspección y Vigilancia 
para el Sector Salud, a partir 
de la acción especializada y 
coordinada entre la Superin-
tendencia Financiera, Super-
intendencia de Sociedades, 
la Superintendencia de In-
dustria y Comercio y la Su-
perintendencia Nacional de 
Salud, bajo la coordinación y 
dirección de esta última quien 
será la encargada de adelan-
tar el proceso sancionatorio, 
sin causar cargo alguno por 
sobretasas, o tarifas de contri-
bución adicionales.
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TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

SENADO

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

CÁMARA

OBSERVACIONES Y 
CORRECCIONES

TEXTO PROPUESTO 
PARA CONCILIACIÓN

La Superintendencia de In-
dustria y Comercio ejercerá 
la vigilancia, control e ins-
pección sobre la promoción 
de la competencia en el sector 
salud, mediante la imposición 
de multas cuando se infrinjan 
las disposiciones de prácticas 
comerciales restrictivas a la 
competencia y competencia 
desleal, fusiones y obtención 
de control de empresas en el 
mercado de la salud y el abu-
so de posición de dominante, 
entre otras.

gobierno corporativo que 
deben cumplir estas entida-
des. La Superintendencia Fi-
nanciera emitirá un informe 
anual sobre el desempeño de 
los principales indicadores fi-
nancieros de estas entidades.

La Superintendencia de In-
dustria y Comercio ejercerá 
la vigilancia, control e ins-
pección sobre la promoción 
de la competencia en el sector 
salud, mediante la imposición 
de multas cuando se infrinjan 
las disposiciones de prácticas 
comerciales restrictivas a la 
competencia y competencia 
desleal, fusiones y obtención 
de control de empresas en el 
mercado de la salud y el abu-
so de posición dominante, en-
tre otras.

La Superintendencia de So-
ciedades, ejercerá la inspec-
ción vigilancia y control so-
bre las sociedades del sector 
salud y empresas unipersona-
les, que operen en el sector. 
Función que será reglamenta-
da por el Ministerio de Salud 
en 1 año contado a partir de 
la entrada en vigencia de la 
presente ley.

Parágrafo 1°. Se entiende 
por gestores farmacéuticos 
los operadores logísticos, 
cadenas de droguerías, cajas 
de compensación y/o esta-
blecimientos de comercio en-
tre otros, cuando realicen la 
dispensación ambulatoria en 
establecimientos farmacéuti-
cos a los afiliados del Sistema 
General de Seguridad Social 
en Salud por encargo contrac-
tual de las EPS, IPS y de otros 
actores del sistema.

La Superintendencia Finan-
ciera podrá servir de asesor 
técnico, brindar capacitación, 
emitir conceptos, transferen-
cia de conocimiento y mejo-
res prácticas para el fortaleci-
miento de la Superintendencia 
Nacional de Salud, con el fin 
de que esta ejerza la inspec-
ción, vigilancia y control so-
bre las Entidades Promotoras 
de Salud u otras aseguradoras 
en salud, así mismo, sobre 
operadores logísticos de tec-
nologías en salud y gestores 
farmacéuticos, en lo que co-
rresponde a las condiciones fi-
nancieras y a las buenas prác-
ticas de gobierno corporativo 
que deben cumplir estas en-
tidades. La Superintendencia 
Financiera emitirá un informe 
anual sobre el desempeño de 
los principales indicadores fi-
nancieros de estas entidades.

La Superintendencia de So-
ciedades ejercerá la inspec-
ción, vigilancia y control so-
bre las sociedades del sector 
salud y empresas unipersona-
les que operen en el sector, a 
efecto de verificar el cumpli-
miento de las normas de de-
recho de sociedades y demás 
asignadas a este ente de con-
trol. El Gobierno reglamenta-
rá la materia.

La Superintendencia de In-
dustria y Comercio ejercerá 
la vigilancia, control e ins-
pección sobre la promoción 
de la competencia en el sector 
salud, mediante la imposición 
de multas cuando se infrinjan 
las disposiciones de prácticas 
comerciales restrictivas a la 
competencia y competencia
desleal, fusiones y obtención 
de control de empresas en el 
mercado de la salud y el abu-
so de posición de dominante, 
entre otras.

Parágrafo 1°. Se entiende 
por gestores farmacéuticos 
los operadores logísticos, 
cadenas de droguerías, cajas 
de compensación y/o estable-
cimientos de comercio, en-
tre otros, cuando realicen la 
dispensación ambulatoria en 
establecimientos farmacéuti-
cos a los afiliados del Sistema 
General de Seguridad Social
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TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

SENADO

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

CÁMARA

OBSERVACIONES Y 
CORRECCIONES

TEXTO PROPUESTO 
PARA CONCILIACIÓN

en Salud por encargo contrac-
tual de las EPS, IPS y de otros 
actores del sistema.

Parágrafo 2°. Respecto de 
las investigaciones para de-
terminar si se configuran 
grupos empresariales o si-
tuaciones de control, en los 
términos del artículo 30 de la 
Ley 222 de 1995, la compe-
tencia será de la Superinten-
dencia de Sociedades.

Artículo 3º. Del Sistema 
Integral de Información Fi-
nanciera y Asistencial. Para 
efectos de la inspección, vigi-
lancia y control, el Ministerio 
de Salud y Protección Social 
definirá los contenidos téc-
nicos de conectividad, linea-
mientos y estándares técnicos 
de interoperabilidad de los 
sistemas de información de 
cada uno de los actores del 
sistema, con el fin de alcan-
zar las condiciones necesarias 
para implementar el Sistema 
Integrado de Información Fi-
nanciera y Asistencial.

La Superintendencia de Salud 
administrará la información 
necesaria para efectos de ins-
pección, vigilancia y control.

Artículo 3º. Del Sistema 
Integral de Información Fi-
nanciera y Asistencial. El 
sistema integral de informa-
ción financiera y asistencial 
tendrá por objeto agilizar la 
transmisión y evaluación de 
la información financiera, de 
manera que se acelere el flujo 
de recursos y la transparencia 
que soportan las transaccio-
nes entre los agentes del sec-
tor salud.

El diseño e implementación 
del sistema estará a cargo 
del Ministerio de Salud y 
Protección, quien tendrá la 
concurrencia del Ministerio 
de Tecnologías de la Informa-
ción y las Comunicaciones, 
en el proceso de garantía de 
conexión de todos los agentes 
del sector, según sus compe-
tencias.

Para efectos de la inspección, 
vigilancia y control, el Minis-
terio de Salud y Protección 
Social definirá los contenidos 
técnicos de conectividad, li-
neamientos y estándares téc-
nicos de interoperabilidad de 
los sistemas de información 
de cada uno de los actores del 
sistema, con el fin de alcan-
zar las condiciones necesarias 
para implementar el Sistema 
Integral de Información Fi-
nanciera y Asistencial.

La Superintendencia de Salud 
administrará la información 
necesaria para efectos de ins-
pección, vigilancia y control.

Se propone texto alternativo, 
guardando el principio de 
unidad de materia y conse-
cutividad, acompasando las 
discrepancias surgidas entre 
los textos de Senado y Cáma-
ra, a efecto de garantizar los 
principios de unidad legisla-
tiva, inmediación y legalidad, 
facilitando así su aplicación 
integral.

Artículo 3º. Del Sistema 
Integral de Información Fi-
nanciera y Asistencial. El 
sistema integral de informa-
ción financiera y asistencial 
tendrá por objeto agilizar la 
transmisión y evaluación de 
la información financiera, de 
manera que se acelere el flujo 
de recursos y la transparencia 
que soportan las transaccio-
nes entre los agentes del sec-
tor salud.

El diseño e implementación 
del sistema estará a cargo 
del Ministerio de Salud y 
Protección, quien tendrá la 
concurrencia y apoyo del 
Ministerio de Tecnologías de 
la Información y las Comu-
nicaciones, en el proceso de 
garantía de conexión de todos 
los agentes del sector, según 
sus competencias.

Para efectos de la inspección, 
vigilancia y control, el Minis-
terio de Salud y Protección 
Social definirá los contenidos 
técnicos de conectividad, li-
neamientos y estándares téc-
nicos de interoperabilidad de 
los sistemas de información 
de cada uno de los actores del 
sistema, con el fin de alcan-
zar las condiciones necesarias 
para implementar el Sistema 
Integral de Información Fi-
nanciera y Asistencial.

La Superintendencia de Salud 
administrará la información 
necesaria para efectos de ins-
pección, vigilancia y control.

Artículo 4º. Registro de 
Contratación de Servicios y 
Tecnologías de Salud. El Mi-
nisterio de Salud y Protección 
Social creará un portal de re-
gistro electrónico, en el cual 
se deberá reportar los inter-
cambios comerciales de pres-
tación de servicios en salud

Artículo 4º. Registro de 
Contratación de Servicios y 
Tecnologías de Salud. El Mi-
nisterio de Salud y Protección 
Social creará un portal de re-
gistro electrónico, en el cual 
se deberá reportar los inter-
cambios comerciales de pres-
tación de servicios en salud

Artículo 4º. Registro de 
Contratación de Servicios y 
Tecnologías de Salud. El Mi-
nisterio de Salud y Protección 
Social creará un portal de re-
gistro electrónico, en el cual 
se deberá reportar los inter-
cambios comerciales de pres-
tación de servicios en salud
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y tecnologías en salud que de-
fina el Ministerio de Salud y 
Protección Social; excluyendo 
aquellas en las cuales no me-
die contrato, como las atencio-
nes de urgencias y similares. 
El Gobierno nacional definirá 
los estándares de la informa-
ción requerida y su periodici-
dad de reporte, que deberán 
incluir: la modalidad de con-
tratación, información finan-
ciera, gastos en salud, número 
y tipo de prestaciones de ser-
vicios y tecnologías en salud 
contratadas. La operación del 
sistema de información de re-
gistro de contratación estará a 
cargo del Ministerio de Salud 
y Protección Social o quien 
este defina.

El sistema de información in-
tegrado de información finan-
ciera y asistencial tendrá por 
objeto agilizar la transmisión 
y evaluación de la informa-
ción financiera, de manera que 
se acelere el flujo de recursos 
y la transparencia que sopor-
tan las transacciones entre los 
agentes del sector salud. El 
diseño e implementación del 
sistema estará a cargo del Mi-
nisterio de Salud y Protección, 
quien tendrá la concurrencia 
del Ministerio de Tecnologías 
de la Información y las Comu-
nicaciones, en el proceso de 
garantía de conexión de todos 
los agentes del sector, según 
sus competencias.

y tecnologías en salud que 
defina el mismo ministerio; 
excluyendo de ella, las que 
no medie contrato, como 
las atenciones de urgencias 
y similares, y aquellas, que 
involucren recursos propios. 
La información contenida en 
dicha plataforma será de pú-
blico acceso.

El Gobierno nacional definirá 
los estándares de la informa-
ción requerida y su periodici-
dad de reporte, que deberán 
incluir: la modalidad de con-
tratación, información finan-
ciera, gastos en salud, pagos 
por los servicios de salud, nú-
mero y tipo de prestaciones de 
servicios y tecnologías en sa-
lud contratadas. La operación 
del sistema de información de 
registro de contratación esta-
rá a cargo del Ministerio de 
Salud y Protección Social o 
quien este designe.

Parágrafo 1°. El Ministerio 
de Salud y Protección So-
cial y la Superintendencia 
Nacional de Salud deberán 
establecer los procedimien-
tos, protocolos y mecanismos 
necesarios para proteger la 
información que esté some-
tida a reserva legal de la in-
formación acá señalada.

Se acoge texto Aprobado en 
Cámara.

Se hacen mejoras de redac-
ción.

Se incorporan palabras para 
dar más claridad y precisión 
al momento de la interpreta-
ción.

y tecnologías en salud. En los 
casos donde no medie contra-
to, como: las atenciones de 
urgencias y similares, en este 
caso, el reporte será posterior. 
Se excluye de esta informa-
ción, las transacciones que 
sean con recursos propios de 
las personas naturales y jurí-
dicas. La información conte-
nida en dicha plataforma será 
de público acceso cuando in-
volucre recursos del Sistema 
de Seguridad Social en Salud.

El Gobierno nacional definirá 
los estándares de la informa-
ción requerida y su periodici-
dad de reporte, que deberán 
incluir: la modalidad de con-
tratación, información finan-
ciera, gastos en salud, pagos 
por los servicios de salud, nú-
mero y tipo de prestaciones de 
servicios y tecnologías en sa-
lud contratadas. La operación 
del sistema de información de 
registro de contratación esta-
rá a cargo del Ministerio de 
Salud y Protección Social o 
quien este designe.

La Superintendencia Nacio-
nal Salud ejercerá la vigilan-
cia, control e inspección so-
bre las entidades promotoras 
de salud, instituciones pres-
tadoras de salud y los actores 
del sistema de salud, en lo 
que se refiere al uso adecua-
do de los recursos y el flujo 
de los mismos; así como a la 
protección del usuario, de la 
gestión y atención en salud.
Artículo 5º. Valores máxi-
mos de recobros. No se po-
drán hacer reconocimientos 
y pagos para los servicios y 
tecnologías no cubiertos en 
el Plan de Beneficios de Sa-
lud con cargo a los recursos 
apropiados por la adminis-
tradora de los Recursos del 
Sistema General de Seguri-
dad Social en Salud (Adres),

Se eliminó en Cámara. Se reincorpora y se propone 
texto alternativo, guardan-
do el principio de unidad de 
materia y consecutividad, 
acompasando las discrepan-
cias surgidas entre los textos 
de Senado y Cámara, para 
garantizar los principios de 
unidad legislativa, inmedia-
ción y legalidad, facilitando 
así su aplicación integral al 
operador jurídico.

Artículo 5º. Valores Máxi-
mos de Recobros. En ningún 
caso la administradora de los 
Recursos del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud 
(Adres) podrá reconocer y pa-
gar servicios y tecnologías en 
salud no financiados con car-
go a los recursos de la UPC, 
salvo los recursos destinados 
al saneamiento de pasivos
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superiores a los valores y te-
chos máximos que para el 
efecto establezca el Ministe-
rio de Salud y Protección So-
cial a partir de una metodo-
logía que tenga en cuenta los 
valores recobrados o cobra-
dos, al menos en los 3 últimos 
años de los que se disponga 
información. La Adminis-
tradora de los Recursos del 
Sistema General de Seguri-
dad Social en Salud (Adres) 
reportará y enviará al Minis-
terio de Salud y Protección 
Social las bases de datos es-
tandarizados de conformidad 
con el mecanismo, periodici-
dad, variables, oportunidad, 
detalle y calidad que dicho 
ministerio defina, a través del 
Portal de Registro Electróni-
co y del Sistema Integral de 
Información contenidos en la 
presente ley.

Se cambia numeración de 
texto aprobado en Cámara. 

estipulado en la presente 
ley, cuando estos sean supe-
riores a los valores y techos 
máximos que para el efecto 
establezca el Ministerio de 
Salud y Protección Social, 
a partir de una metodología 
que tenga en cuenta los valo-
res recobrados o cobrados, y 
considerando incentivos por 
el uso eficiente de los recur-
sos. La Administradora de los 
Recursos del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud 
(Adres) reportará y envia-
rá al Ministerio de Salud y 
Protección Social las bases 
de datos estandarizados de 
conformidad con el mecanis-
mo, periodicidad, variables, 
oportunidad, detalle y calidad 
que dicho ministerio defina, a 
través del Portal de Registro 
Electrónico y del Sistema In-
tegral de Información conte-
nidos en la presente ley

Artículo 6°. Prácticas ries-
gosas financieras y de aten-
ción en salud en el Sistema 
General de Seguridad Social 
en Salud. En concordancia 
con el Sistema Preventivo 
de Prácticas Riesgosas del 
artículo 12 de la Ley 1474 
de 2011 y sin perjuicio de la 
aplicación de las sanciones 
previstas en la ley, se consi-
deran como prácticas riesgo-
sas –sin ser las únicas– las 
siguientes:

7.1 Los pagos, compensacio-
nes de cuentas, desembolsos, 
descuentos o devoluciones 
con base en notas crédito si-
mulados o sin debido susten-
to real o fáctico.

7.2 Los acuerdos expresos o 
tácitos para la entrega direc-
ta o indirecta de beneficios 
como: pagos o subsidios a 
cualquier actor del Sistema 
General de Seguridad Social 
de Salud con el propósito de 
inducir o incentivar la com-
pra o uso de un determinado 
producto o servicio, o de ob-
tener exclusividad entre un 
proveedor y un prestador de 
servicios o de una asegurado-
ra en salud.

Artículo 5°. Prácticas ries-
gosas financieras y de aten-
ción en salud en el Sistema 
General de Seguridad Social 
en Salud. En concordancia 
con el Sistema Preventivo de 
Prácticas Riesgosas del ar-
tículo 12 de la Ley 1474 de 
2011 y con la organización 
del aseguramiento del artícu-
lo 14 de la Ley 1122 de 2007, 
sin perjuicio de la aplicación 
de las sanciones previstas en 
la ley, se consideran como 
prácticas riesgosas –sin ser 
las únicas– las siguientes:

5.1 Los pagos, compensacio-
nes de cuentas, desembolsos, 
descuentos o devoluciones 
con base en notas crédito si-
mulados o sin debido susten-
to real o fáctico.

5.2 Los acuerdos expresos o 
tácitos para la entrega direc-
ta o indirecta de beneficios 
como: pagos o subsidios a 
cualquier actor del Sistema 
General de Seguridad Social 
de Salud con el propósito de 
inducir o incentivar la com-
pra o uso de un determina-
do producto o servicio, o de 
obtener exclusividad desleal 
entre un proveedor y un pres-
tador de servicios o de una 
aseguradora en salud.

Sin cambios entre Senado y 
Cámara.

Se acoge texto Aprobado en 
Cámara por haber sido el úl-
timo debate.

Se cambia numeración en 
texto definitivo pasa a ser el 
artículo 6.

Artículo 6°. Prácticas ries-
gosas financieras y de aten-
ción en salud en el Sistema 
General de Seguridad Social 
en Salud. En concordancia 
con el Sistema Preventivo de 
Prácticas Riesgosas del ar-
tículo 12 de la Ley 1474 de 
2011 y con la organización 
del aseguramiento del artícu-
lo 14 de la Ley 1122 de 2007, 
sin perjuicio de la aplicación 
de las sanciones previstas en 
la ley, se consideran como 
prácticas riesgosas –sin ser 
las únicas– las siguientes:

6.1 Los pagos, compensacio-
nes de cuentas, desembolsos, 
descuentos o devoluciones 
con base en notas crédito si-
mulados o sin debido susten-
to real o fáctico.

6.2 Los acuerdos expresos o 
tácitos para la entrega direc-
ta o indirecta de beneficios 
como: pagos o subsidios a 
cualquier actor del Sistema 
General de Seguridad Social 
de Salud con el propósito de 
inducir o incentivar la com-
pra o uso de un determina-
do producto o servicio, o de 
obtener exclusividad desleal 
entre un proveedor y un pres-
tador de servicios o de una 
aseguradora en salud.
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7.3 El pago de acreencias a 
los socios o entidades que 
tengan participación en la 
entidad aseguradora en sa-
lud, sin haber solventado en 
primera instancia las obli-
gaciones con sus acreedores 
externos.

5.3 El pago de acreencias a 
los socios o entidades que 
tengan participación en la 
entidad aseguradora en sa-
lud, sin haber solventado en 
primera instancia las obli-
gaciones con sus acreedores 
externos.

6.3 El pago de acreencias a 
los socios o entidades que 
tengan participación en la 
entidad aseguradora en sa-
lud, sin haber solventado en 
primera instancia las obli-
gaciones con sus acreedores 
externos.

Artículo 7º. Reorganización 
y racionalización de las re-
des prestadoras de servicios 
de salud. Los departamentos, 
en coordinación con los mu-
nicipios de su jurisdicción, 
y los Distritos, reorganiza-
rán la oferta de prestación 
de servicios de salud tenien-
do en cuenta los prestadores 
privados y mixtos, mediante 
los mecanismos de fusión 
o liquidación de las Empre-
sas Sociales del Estado del 
respectivo departamento, 
Distrito y Municipio. Pro-
moviendo la racionalización 
de servicios y el control de 
la oferta de los mismos en su 
territorio, privilegiando la red 
pública y atendiendo los prin-
cipios de transparencia, coor-
dinación, concurrencia, com-
plementariedad, eficiencia, 
responsabilidad, austeridad 
y asociación, así como las 
normas que hacen parte del 
régimen de protección de la 
libre competencia en materia 
del control de integraciones 
empresariales y además las 
normas especiales que apli-
can al sector salud sobre tales 
materias.

El resultado de los citados 
procesos podrá ser la confor-
mación de Empresas Socia-
les del Estado con Unidades 
Prestadoras de Servicios de 
Salud, del orden departamen-
tal, distrital o municipal, res-
ponsables de la prestación de 
los servicios de salud en los 
diferentes niveles de comple-
jidad, incluidos sus procesos 
internos. Lo anterior sin afec-
tar la prestación del servicio 
de salud a los usuarios.

Artículo 6º. Reorganización 
de las redes prestadoras de 
servicios de salud. Los de-
partamentos, en coordinación 
con los municipios de su ju-
risdicción y los Distritos, re-
organizarán la oferta pública 
de prestación de servicios de 
salud. Las Empresas Socia-
les del Estado del respectivo 
departamento, distrito y mu-
nicipio tendrá en cuenta la 
oferta de servicios pública, 
privada y mixta que exista en 
la región. Privilegiando la red 
pública.

Lo anterior, garantizando la 
racionalización de servicios 
y el control de la oferta de 
los mismos en su territorio, y 
atendiendo los principios de 
transparencia, coordinación, 
concurrencia, complementa-
riedad, eficiencia, responsa-
bilidad, austeridad y asocia-
ción, así como las normas que 
hacen parte del régimen de 
protección de la libre compe-
tencia en materia del control 
de integraciones empresaria-
les y además las normas es-
peciales que aplican al sector 
salud sobre tales materias.

El resultado de los citados 
procesos podrá ser la confor-
mación de Empresas Socia-
les del Estado con Unidades 
Prestadoras de Servicios de 
Salud, del orden departamen-
tal, distrital o municipal, res-
ponsables de la prestación de 
los servicios de salud en los 
diferentes niveles de comple-
jidad, incluidos sus procesos 
internos. Lo anterior sin afec-
tar la oportunidad, calidad y 
la prestación del servicio de 
salud a los usuarios.

Se propone texto alternativo, 
guardando el principio de 
unidad de materia y consecu-
tividad, acompasando las dis-
crepancias surgidas entre los 
textos de Senado y Cámara, 
facilitando la interpretación 
del operador jurídico y lector 
en general.

Se cambia numeración queda 
como artículo 7°.

Artículo 7º. Reorganización 
y racionalización de las re-
des prestadoras de servicios 
de salud. Los departamentos, 
en coordinación con los mu-
nicipios de su jurisdicción, 
y los Distritos, reorganiza-
rán la oferta de prestación 
de servicios de salud tenien-
do en cuenta los prestadores 
privados y mixtos. También 
promoverá la racionalización 
de servicios y el control de 
la oferta de los mismos en su 
territorio, privilegiando la red 
pública y atendiendo los prin-
cipios de transparencia, coor-
dinación, concurrencia, com-
plementariedad, eficiencia, 
responsabilidad, austeridad 
y asociación, así como las 
normas que hacen parte del 
régimen de protección de la 
libre competencia en materia 
del control de integraciones 
empresariales y además las 
normas especiales que apli-
can al sector salud sobre tales 
materias.

El resultado de los citados 
procesos podrá ser la confor-
mación o reorganización de 
Empresas Sociales del Estado 
con Unidades Prestadoras de 
Servicios de Salud, del orden 
departamental, distrital o mu-
nicipal, que puedan tener una 
administración común, res-
ponsables de la prestación de 
los servicios de salud en los 
diferentes niveles de comple-
jidad, incluidos sus procesos 
internos. Lo anterior sin afec-
tar la prestación del servicio 
de salud a los usuarios.

El Gobierno nacional, en un 
plazo de seis (6) meses a par-
tir de la expedición de la pre-
sente ley, reglamentará la or-
ganización y la operación de 
la red prestadora de servicios 
de salud.

El Gobierno nacional, en un 
plazo de seis (6) meses a par-
tir de la expedición de la pre-
sente ley, reglamentará la or-
ganización y la operación de 
la red prestadora de servicios 
de salud.

El Gobierno nacional, en un 
plazo de seis (6) meses a par-
tir de la expedición de la pre-
sente ley, reglamentará la or-
ganización y la operación de 
la red prestadora de servicios 
de salud.



Página 20	 Lunes, 10 de junio de 2019	 Gaceta del Congreso  507

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

SENADO

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

CÁMARA

OBSERVACIONES Y 
CORRECCIONES

TEXTO PROPUESTO 
PARA CONCILIACIÓN

Parágrafo. Lo anterior en 
consonancia con lo dispues-
to en la Sentencia T-357 de 
2017, respecto de la presta-
ción de servicios en Salud, en 
los territorios con población 
indígena dispersa.
Parágrafo 2°. El régimen de 
contratación, venta de servi-
cios y vinculación de perso-
nal de las sociedades de eco-
nomía mixta, integrantes del 
sistema general de seguridad 
social en salud, será el Dere-
cho Privado.

Parágrafo 1°. Lo anterior en 
consonancia con lo dispues-
to en la Sentencia T-357 de 
2017, respecto de la presta-
ción de servicios en salud, en 
los territorios con población 
indígena dispersa.
Parágrafo 2°. El régimen de 
contratación, venta de ser-
vicios y vinculación de per-
sonal de las sociedades de 
economía mixta, integrantes 
del Sistema General de Segu-
ridad Social en Salud, será el 
Derecho Privado.

Artículo 8º. Programa de 
Saneamiento Fiscal y Fi-
nanciero. Las Empresas So-
ciales del Estado categoriza-
das en riesgo medio o alto, 
deberán adoptar un Progra-
ma de Saneamiento Fiscal 
y Financiero, conforme a la 
metodología definida por los 
Ministerios de Salud y Pro-
tección Social, y de Hacien-
da y Crédito Público; quien 
reglamentará las condiciones 
de adopción y ejecución co-
rrespondientes.
Las Empresas Sociales del 
Estado cuyos Programas de 
Saneamiento Fiscal y Fi-
nanciero se encuentren en 
proceso de viabilidad o de-
bidamente viabilizados por 
el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, a la fecha 
de entrada en vigencia de la 
presente ley, no serán objeto 
de categorización de riesgo 
hasta tanto el programa no se 
encuentre culminado.

Se eliminó en Cámara. Se propone texto alternativo, 
partiendo del que se aprobó 
en Senado, guardando el prin-
cipio de unidad de materia y 
consecutividad, acompasan-
do las discrepancias surgidas 
entre los textos de Senado y 
Cámara respecto de la elimi-
nación, para garantizar los 
principios de unidad legisla-
tiva, inmediación y legalidad, 
facilitando así su aplicación 
integral al operador jurídico.
Se cambia numeración queda 
como artículo 8°.

Artículo 8º. Programa de 
Saneamiento Fiscal y Fi-
nanciero para las Empresas 
Sociales del Estado. Es un 
programa integral, institucio-
nal, financiero y administrati-
vo, que tiene por objeto resta-
blecer la solidez económica y 
financiera de estas Empresas 
y asegurar la continuidad, 
la calidad y la oportunidad 
en la prestación del servicio 
público de salud para toda 
la población en el territorio 
nacional, en especial, en las 
zonas marginadas o de baja 
densidad poblacional.
Las Empresas Sociales del 
Estado, categorizadas en 
riesgo medio o alto, deberán 
adoptar un Programa de Sa-
neamiento Fiscal y Financie-
ro, conforme a la metodología 
definida por los Ministerios 
de Salud y Protección Social, 
y de Hacienda y Crédito Pú-
blico, el cual reglamentará 
las condiciones de adopción 
y ejecución correspondientes.
Las Empresas Sociales del 
Estado cuyos Programas de 
Saneamiento Fiscal y Fi-
nanciero se encuentren en 
proceso de viabilidad o de-
bidamente viabilizados por 
el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, a la fecha 
de entrada en vigencia de la 
presente ley, no serán objeto 
de categorización de riesgo 
hasta tanto el programa no se 
encuentre culminado.
El Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, apoyado por 
el Ministerio de Salud y Pro-
tección Social, definirá los 
parámetros generales de adop-
ción, seguimiento y evalua-
ción de los programas a que 
hace referencia este artículo y 
tendrá a cargo la viabilidad y 
evaluación de los mismos.
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Parágrafo 1°. A las Empre-
sas Sociales del Estado que 
hayan sido remitidas por el 
Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público a la Superin-
tendencia Nacional de Salud, 
antes de la entrada en vigen-
cia de la presente ley, se les 
aplicará la metodología de 
categorización del riesgo y, 
en consecuencia, presentarán 
el programa de saneamiento 
fiscal y financiero ante el Mi-
nisterio de Hacienda. 

Parágrafo 2°. Las fundacio-
nes de que trata el artículo 68 
de la Ley 1438 de 2011, que 
sean caracterizadas en riesgo 
fiscal y financiero medio o 
alto por el Ministerio de Salud 
y Protección Social, podrán 
acogerse a las condiciones 
establecidas en el presente ar-
tículo y acceder a los recursos 
del programa de saneamiento 
fiscal y financiero de que trata 
la Ley 1608 de 2013 y demás 
normas concordantes.

Los recursos que destine la 
nación, las entidades territo-
riales, las Leyes 1608 de 2013, 
1797 de 2016 y demás dispo-
siciones, se podrán aplicar 
conforme a la reglamentación 
definida por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público.

Parágrafo 1°. A las Empre-
sas Sociales del Estado que 
hayan sido remitidas por el 
Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público a la Superin-
tendencia Nacional de Salud, 
antes de la entrada en vigen-
cia de la presente ley, se les 
aplicará la metodología de 
categorización del riesgo y, 
en consecuencia, presentarán 
el programa de saneamiento 
fiscal y financiero ante el Mi-
nisterio de Hacienda.

Parágrafo 2°. Las fundacio-
nes que sean categorizadas 
en riesgo medio o alto por el 
Ministerio de Salud y Protec-
ción Social, podrán adoptar 
un Programa de Saneamien-
to Fiscal y Financiero en las 
condiciones establecidas en 
el presente artículo, de con-
formidad con la reglamenta-
ción que para el efecto expida 
el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, y podrán ac-
ceder a los recursos del Pro-
grama de Saneamiento Fiscal 
y Financiero de que trata la 
Ley 1608 de 2013 y demás 
normas concordantes.

Parágrafo 3°. El incumpli-
miento de lo dispuesto en el 
presente artículo genera res-
ponsabilidad disciplinaria y 
fiscal para los representantes 
legales y revisores fiscales, de 
las entidades territoriales y de 
las Empresas Sociales del Es-
tado, según corresponda.

Parágrafo 3°. El incumpli-
miento de lo dispuesto en el 
presente artículo genera res-
ponsabilidad disciplinaria y 
fiscal para los representantes 
legales y revisores fiscales, de 
las entidades territoriales y de 
las Empresas Sociales del Es-
tado, según corresponda.

Las entidades territoriales, 
en un término de tres (3) 
años contados a partir de la 
expedición de la presente 
ley, deberán cumplir con lo 
establecido en este artículo 
en el marco del Programa de 
Reorganización, Rediseño y 
Modernización de las Redes 
de Prestación de Servicios de 
Salud, según reglamentación 
que implemente el Gobierno 
nacional, conforme a los re-
cursos dispuestos para la fi-
nanciación de los programas 
de saneamiento fiscal y finan-
ciero de las ESE.

Parágrafo 4º. Las entidades 
territoriales, en un término de 
tres (3) años contados a partir 
de la entrada en vigencia de la 
presente ley, deberán cumplir 
con lo establecido en este ar-
tículo en el marco del Progra-
ma de Reorganización, Redi-
seño y Modernización de las 
Redes de Prestación de Ser-
vicios de Salud, según regla-
mentación que implemente el 
Gobierno nacional, conforme 
a los recursos dispuestos para 
la financiación de los progra-
mas de saneamiento fiscal y 
financiero de las ESE.
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Artículo 9°. Aplicación de 
las medidas del Plan de Sa-
neamiento Fiscal y Finan-
ciero. A partir de la fecha de 
presentación de los progra-
mas de saneamiento fiscal y 
financieros que adopten las 
ESE categorizadas en riesgo 
medio o alto, y hasta que se 
emita el pronunciamiento del 
Ministerio de Hacienda, no 
podrá iniciarse ningún proce-
so ejecutivo contra la ESE y 
se suspenderán los que se en-
cuentren en curso. Durante la 
evaluación del programa, se 
suspende el término de pres-
cripción y no opera la caduci-
dad de las acciones respecto 
de los créditos contra la ESE.

Como consecuencia de la 
viabilidad del programa, se 
levantarán las medidas caute-
lares vigentes y se terminarán 
los procesos ejecutivos en 
curso.

Serán nulas de pleno derecho 
las actuaciones judiciales con 
inobservancia de la presente 
medida.

Lo anterior no tendrá apli-
cación cuando se presente 
concepto de no viabilidad por 
parte del Ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público.

Se eliminó en Cámara. Se reincorpora el texto apro-
bado en Senado para garan-
tizar los principios de unidad 
legislativa, inmediación y 
legalidad, facilitando así su 
aplicación integral al opera-
dor jurídico.

Se cambia numeración queda 
como artículo 9.

Artículo 9°. Aplicación de 
las medidas del Plan de Sa-
neamiento Fiscal y Finan-
ciero. A partir de la fecha de 
presentación de los progra-
mas de saneamiento fiscales 
y financieros que adopten las 
ESE categorizadas en riesgo 
medio o alto, y hasta que se 
emita el pronunciamiento del 
Ministerio de Hacienda, no 
podrá iniciarse ningún pro-
ceso ejecutivo contra la ESE 
y se suspenderán los que se 
encuentren en curso. Durante 
la evaluación del programa se 
suspende el término de pres-
cripción y no opera la caduci-
dad de las acciones respecto 
de los créditos contra la ESE.

Como consecuencia de la via-
bilidad del programa se levan-
tarán las medidas cautelares 
vigentes y se terminarán los 
procesos ejecutivos en curso. 
Serán nulas de pleno derecho 
las actuaciones judiciales con 
inobservancia de la presente 
medida. Lo anterior no tendrá 
aplicación cuando se presen-
te concepto de no viabilidad 
por parte del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, 
en este caso el Ministerio de 
Salud y la Superintendencia 
Nacional de Salud deben dar 
aplicación al artículo 7° de la 
presente ley.

Artículo 10. Apoyo a cum-
plimiento de acuerdos de 
reestructuración de deuda 
mediante el Fonsaet. Mo-
difíquese el parágrafo 2° del 
artículo 7° de la Ley 1608 de 
2013, el cual quedará así:

Artículo 50. Fondo de Sal-
vamento y Garantías para el 
Sector Salud (Fonsaet).

Parágrafo 2º. Tendrán prela-
ción para acceder a los recur-
sos de que trata el presente ar-
tículo, las Empresas Sociales 
del Estado que hayan iniciado 
la promoción del acuerdo de 
reestructuración de deuda del 
Plan de Saneamiento Fiscal 
y Financiero, con el fin de 
garantizar exclusivamente el 
pago de sus acreedores.

Se eliminó en Cámara. Se propone texto alternativo, 
partiendo del que se aprobó 
en Senado, guardando el prin-
cipio de unidad de materia y 
consecutividad, acompasan-
do las discrepancias surgidas 
entre los textos de Senado y 
Cámara, respecto de la eli-
minación para garantizar los 
principios de unidad legisla-
tiva, inmediación y legalidad, 
facilitando así su aplicación 
integral al operador jurídico.

Se cambia numeración, que-
da como artículo 10.

Artículo 10. Apoyo al cum-
plimiento de acuerdos de re-
estructuración y saneamien-
to de entidades del Sistema 
General de Seguridad Social 
en Salud. En la distribución 
de los recursos que destine la 
nación y las entidades territo-
riales, para los programas de 
saneamiento fiscal y financie-
ro, tendrán prelación las Em-
presas Sociales del Estado.



Gaceta del Congreso  507	 Lunes, 10 de junio de 2019	 Página 23

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

SENADO

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

CÁMARA

OBSERVACIONES Y 
CORRECCIONES

TEXTO PROPUESTO 
PARA CONCILIACIÓN

Artículo 11. Saneamiento de 
Pasivos. En la fecha de cor-
te que determine el Gobierno 
nacional, se realizará un pro-
ceso de aclaración de los pa-
sivos entre todos los respon-
sables de pago del Sistema de 
Seguridad Social en Salud, 
las IPS y demás proveedores 
de tecnologías en Salud.

Para este fin se tendrá en 
cuenta como mínimo lo si-
guiente:

1. Criterios de auditorías es-
tandarizados.

2. Cruces de información que 
podrán ser apoyados por el 
Ministerio de Salud y Protec-
ción Social y/o la Superinten-
dencia Nacional de Salud.

3. Con el resultado del pro-
cedimiento de auditoría, 
aclaración y conciliación de 
cuentas, se elaborará un in-
ventario de deudas y respon-
sables del pago. Las cuentas 
que no puedan ser conciliadas 
se resolverán por la Superin-
tendencia Nacional de Salud, 
en ejercicio de su función ju-
risdiccional, y/o las cámaras 
de comercio, dentro de los 
términos que defina el regla-
mento.

4. Las deudas a cargo de la 
ADRES y las entidades terri-
toriales, serán saneadas por el 
Estado según sus competen-
cias. Para este fin, se podrán 
establecer mecanismos finan-
cieros que otorguen liquidez 
al sector y permitan garanti-
zar el pago.

Se eliminó en Cámara. Se propone texto aprobado 
en Senado, se eliminan en el 
numeral 3 a las cámaras de 
comercio puesto que ellas no 
tienen función jurisdiccional.

Se cambia numeración, que-
da como artículo 11.

Artículo 11. Saneamiento de 
Pasivos. En la fecha de cor-
te que determine el Gobierno 
nacional, se realizará un pro-
ceso de aclaración de los pa-
sivos entre todos los respon-
sables de pago del Sistema de 
Seguridad Social en Salud, 
las IPS y demás proveedores 
de tecnologías en Salud.

Para este fin se tendrá en 
cuenta como mínimo lo si-
guiente:

1. Criterios de auditorías es-
tandarizados.

2. Cruces de información que 
podrán ser apoyados por el 
Ministerio de Salud y Protec-
ción Social y/o la Superinten-
dencia Nacional de Salud.

3. Con el resultado del pro-
cedimiento de auditoría, 
aclaración y conciliación de 
cuentas, se elaborará un in-
ventario de deudas y respon-
sables del pago. Las cuentas 
que no puedan ser concilia-
das se resolverán por la Su-
perintendencia Nacional de 
Salud, en ejercicio de su fun-
ción jurisdiccional, dentro 
de los términos que defina el 
reglamento.

4. Las deudas a cargo de la 
ADRES y las entidades terri-
toriales, serán saneadas por el 
Estado según sus competen-
cias. Para este fin, se podrán 
establecer mecanismos finan-
cieros que otorguen liquidez 
al sector y permitan garanti-
zar el pago.

5. Los responsables de pago 
de deudas privadas, deberán 
acelerar procesos de capitali-
zación y podrán acceder, con 
las respectivas garantías, a 
créditos estructurados con la 
banca de segundo piso, que 
respaldarán y/o asumirán los 
propietarios de las EPS.

6. Concluido el proceso de 
aclaración y determinada la 
forma de pago de las acreen-
cias, de manera inmediata se 
deberán realizar los ajustes 
contables que correspondan, 
según lo definido en el artícu-
lo 9° de la Ley 1797 de 2016 
y demás normas aplicables.

5. Los responsables de pago 
de deudas privadas, deberán 
acelerar procesos de capitali-
zación y podrán acceder, con 
las respectivas garantías, a 
créditos estructurados con la 
banca de segundo piso, que 
respaldarán y/o asumirán los 
propietarios de las EPS.

6. Concluido el proceso de 
aclaración y determinada la 
forma de pago de las acreen-
cias, de manera inmediata se 
deberán realizar los ajustes 
contables que correspondan, 
según lo definido en el artícu-
lo 9° de la Ley 1797 de 2016 
y demás normas aplicables.
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Artículo 12. Giro Directo. 
Durante el período de sanea-
miento, los recursos corrien-
tes de la UPC y los recursos 
que se dispongan por la Na-
ción o entidades territoriales, 
serán girados al prestador de 
Servicios de Salud o provee-
dores de tecnologías en salud. 
De igual forma se procederá 
con las posibles líneas de cré-
ditos que se estructuren por la 
banca de segundo piso.

La UPC que se reconozca con 
posterioridad a la fecha de 
corte para el saneamiento, se 
destinará para pagar las obli-
gaciones corrientes. Durante 
el período de saneamiento, 
las utilidades que se pudieran 
generar en las EPS, deberán 
capitalizarse para disminuir 
los pasivos hasta que culmine 
el pago de las deudas deter-
minadas según este artículo.

Se eliminó en Cámara. Se propone texto alternativo, 
partiendo del que se aprobó 
en Senado, guardando el prin-
cipio de unidad de materia y 
consecutividad, acompasan-
do las discrepancias surgidas 
entre los textos de Senado y 
Cámara, respecto de la eli-
minación, para garantizar los 
principios de unidad legislati-
va, inmediación y legalidad, 
facilitando así su aplicación 
integral al operador jurídico.

Se cambia numeración, queda 
como artículo 12 tal y como 
estaba en el texto aprobado en 
Senado.

Artículo 12. Giro Directo. 
Los recursos que se dispon-
gan por la Nación o las enti-
dades territoriales para el sa-
neamiento durante el período 
que determine el Ministerio 
de Salud y Protección Social; 
y los recursos corrientes de 
la UPC serán girados por la 
Administradora de los Re-
cursos del Sistema General 
de Seguridad Social en Sa-
lud (ADRES) en nombre de 
las Entidades Promotoras de 
Salud, al prestador de Servi-
cios de Salud o proveedores 
de tecnologías en salud. De 
igual forma se procederá con 
las posibles líneas de créditos 
que se estructuren por la ban-
ca de segundo piso.

La UPC que se reconozca con 
posterioridad a la fecha de 
corte para el saneamiento, se 
destinará para pagar las obli-
gaciones corrientes. Durante 
el período de saneamiento, 
las utilidades que se pudieran 
generar en las EPS, deberán 
capitalizarse para disminuir 
los pasivos hasta que culmine 
el pago de las deudas deter-
minadas según este artículo.

La Superintendencia Nacio-
nal de Salud, el Ministerio 
de Salud y Protección Social 
realizarán el seguimiento per-
manente a la oportunidad del 
giro de los recursos, así como 
a su destinación.

Parágrafo. No estarán sujetas 
a lo dispuesto en este artículo 
las EPS adaptadas del Estado 
y aquellas que en su desem-
peño financiero cumplan con 
el patrimonio adecuado.

Artículo 13. Incentivos a la 
gestión y resultados en salud. 
La Superintendencia Finan-
ciera y la Superintendencia 
Nacional de Salud, en coor-
dinación con el Ministerio de 
Salud y Protección Social, di-
señarán e implementarán los 
mecanismos que permitan que 
los aseguradores e institucio-
nes prestadoras de servicios 
de salud obtengan incentivos 
monetarios y de reconoci-
miento social y empresarial 
por el logro de resultados en: 
salud, pronto pago, reducción 
de la tendencia de eventos de 
alto costo, entre otros.

Se eliminó en Cámara. Se propone texto alternativo, 
partiendo del que se aprobó 
en Senado, guardando el prin-
cipio de unidad de materia y 
consecutividad, acompasan-
do las discrepancias surgidas 
entre los textos de Senado y 
Cámara, respecto de la eli-
minación, para garantizar los 
principios de unidad legislati-
va, inmediación y legalidad, 
facilitando así su aplicación 
integral al operador jurídico.

Se cambia numeración, queda 
como artículo 13 tal y como 
estaba en el texto aprobado en 
Senado.

Artículo 13. Incentivos a la 
gestión y resultados en sa-
lud. El Ministerio de Salud, 
con el apoyo de la Superin-
tendencia Financiera, la Su-
perintendencia Nacional de 
Salud y la Administradora 
de los recursos del Sistema 
General de Seguridad Social 
en Salud (Adres), diseñará e 
implementará mecanismos 
para que los prestadores de 
servicios de salud obtengan 
incentivos por el logro de 
resultados en: salud, pronto 
pago, reducción de la tenden-
cia de eventos de alto costo, 
entre otros. 
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El Ministerio de Salud y Pro-
tección social definirá los 
resultados e indicadores de 
salud trazadora, de resultados 
en salud, financiera y de ten-
dencias de costos.

Los incentivos podrán ser 
diseñados considerando: la 
flexibilización o endureci-
miento de las condiciones 
financieras y requerimientos 
patrimoniales, o asignación 
de recursos adicionales a la 
UPC susceptibles de ser parte 
de la utilidad, entre otros.

El Ministerio de Salud y Pro-
tección social definirá los 
resultados e indicadores de 
salud trazadora, financiera y 
de tendencias de costos, así 
como el origen y variación 
de los recursos destinados 
para este fin, entre los cuales 
podrá incluir la subcuenta de 
promoción de la salud.

Los incentivos podrán ser 
diseñados considerando: la 
flexibilización o endureci-
miento de las condiciones 
financieras y requerimientos 
patrimoniales, asignación de 
recursos adicionales a la UPC 
susceptibles de ser parte de la 
utilidad, incentivos por resul-
tados y calidad en el servicio 
de las IPS.

No existe en texto de Senado. Artículo 7°. Sistema de Ad-
ministración de Riesgos. 
Toda entidad que opere den-
tro del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud 
deberá implementar un Sis-
tema de Administración de 
Riesgos que le permita identi-
ficar, medir, controlar y moni-
torear todos los riesgos a los 
que está expuesta en su ope-
ración. Este sistema debe in-
cluir la gestión del riesgo en 
salud, financiero y operativo.

La Superintendencia Nacio-
nal de Salud establecerá los 
lineamientos de este sistema 
para cada tipo de sus entida-
des vigiladas.

Parágrafo 1°. La implemen-
tación del Sistema de Admi-
nistración de Riesgos se rea-
lizará de manera obligatoria 
para todas las entidades vigi-
ladas por la Superintendencia 
Nacional de Salud, sin perjui-
cio de que su implementación 
sea gradual por tipo de vigila-
do y/o la estructura o tamaño 
de las operaciones que desa-
rrolla.

Se acoge texto de Cámara.

Se cambia numeración, pasa 
a ser el artículo 14.

Artículo 14. Sistema de Ad-
ministración de Riesgos. 
Toda entidad que opere den-
tro del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud 
deberá implementar un Sis-
tema de Administración de 
Riesgos que le permita identi-
ficar, medir, controlar y moni-
torear todos los riesgos a los 
que está expuesta en su ope-
ración. Este sistema debe in-
cluir la gestión del riesgo en 
salud, financiero y operativo.

La Superintendencia Nacio-
nal de Salud establecerá los 
lineamientos de este sistema 
para cada tipo de sus entida-
des vigiladas.

Parágrafo. La implementa-
ción del Sistema de Adminis-
tración de Riesgos se realiza-
rá de manera obligatoria para 
todas las entidades vigiladas 
por la Superintendencia Na-
cional de Salud, sin perjuicio 
de que su implementación sea 
gradual por tipo de vigilado 
y/o estructura o tamaño de las 
operaciones que desarrolla.

No existe en Texto de Sena-
do.

Artículo 8°. Factura electró-
nica en salud. Todos los pres-
tadores de servicios de salud 
están obligados a generar fac-
tura electrónica para el cobro 
de los servicios y tecnologías 
en salud. Y deberán presen-
tarla, al mismo tiempo ante la 
DIAN y la entidad responsable 
de pago con sus soportes en el 
plazo establecido en la ley,

Se acoge texto de Cámara.

Se cambia numeración, pasa 
a ser el artículo 15.

Artículo 15. Factura electró-
nica en salud. Todos los pres-
tadores de servicios de salud 
están obligados a generar fac-
tura electrónica para el cobro 
de los servicios y tecnologías 
en salud. Deberán presentar-
la, al mismo tiempo ante la 
DIAN y la entidad responsable 
de pago con sus soportes en el 
plazo establecido en la ley, 
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TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

SENADO

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

CÁMARA

OBSERVACIONES Y 
CORRECCIONES

TEXTO PROPUESTO 
PARA CONCILIACIÓN

contado a partir de la fecha 
de la prestación del servicio, 
de la entrega de la tecnología 
en salud o del egreso del pa-
ciente, finalizado dicho plazo, 
prescribirá el derecho en los 
términos de ley.

El Ministerio de Salud y Pro-
tección Social definirá los 
lineamentos, soportes y tér-
minos que deben cumplir las 
facturas, incluyendo los re-
quisitos asociados al Registro 
Individual de Prestación de 
Servicios de Salud (RIPS), 
y en lo que sea pertinente en 
coordinación con la Direc-
ción de Impuestos y Aduanas 
Nacionales (DIAN).

En todo caso la generación de 
los RIPS se realizará al mo-
mento de prestar el servicio, 
de la entrega de tecnología en 
salud o del egreso del paciente.

contado a partir de la fecha de 
la prestación del servicio, de 
la entrega de la tecnología en 
salud o del egreso del pacien-
te, prescribirá el derecho en 
los términos de ley.

El Ministerio de Salud y Pro-
tección Social definirá los 
lineamentos, soportes y tér-
minos que deben cumplir las 
facturas, incluyendo los re-
quisitos asociados al Registro 
Individual de Prestación de 
Servicios de Salud (RIPS), 
y en lo que sea pertinente en 
coordinación con la Direc-
ción de Impuestos y Aduanas 
Nacionales (DIAN).

En todo caso la generación de 
los RIPS se realizará al mo-
mento de prestar el servicio, 
de la entrega de tecnología en 
salud o del egreso del paciente.

No existe en texto de Senado. Artículo 9°. Planeación del 
Presupuesto de las Empre-
sas Sociales del Estado. Las 
Empresas Sociales del Estado 
que no se encuentren catalo-
gadas en riesgo financiero, o 
que no sean objeto de planes 
o medidas de saneamiento fis-
cal y financiero por este moti-
vo, podrán elaborar y ejecutar 
sus presupuestos basándose 
en sus estados financieros: 
balance, estado de resultados 
y flujo de caja, y sus respecti-
vas proyecciones.

El Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, en coordi-
nación con el Ministerio de 
Salud y Protección Social, 
impartirán las instrucciones 
para dar cumplimiento a lo 
anterior.

Se acoge texto de Cámara, 
corrigiendo el título del artí-
culo para mejorar redacción.

Se cambia numeración, pasa 
a ser el artículo 16.

Artículo 16. Planeación del 
Presupuesto de las Empre-
sas Sociales del Estado. Las 
Empresas Sociales del Estado 
que no se encuentren catalo-
gadas en riesgo financiero, o 
que no sean objeto de planes 
o medidas de saneamiento fis-
cal y financiero por este moti-
vo, podrán elaborar y ejecutar 
sus presupuestos basándose 
en sus estados financieros: 
balance, estado de resultados 
y flujo de caja, y sus respecti-
vas proyecciones.

El Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, en coordi-
nación con el Ministerio de 
Salud y Protección Social, 
impartirá las instrucciones 
para dar cumplimiento a lo 
anterior.

No existe en texto de Senado. Artículo 10. Facultades de 
la Superintendencia Nacio-
nal de Salud. Las decisiones 
administrativas que en ejerci-
cio de sus funciones adopte 
la Superintendencia Nacional 
de Salud en el marco de las 
medidas establecidas en el 
numeral 5 del artículo 37 de la 
Ley 1122 de 2007, así como 
las de revocatoria total o par-
cial de habilitación o autori-
zación de funcionamiento de 
las Empresas Promotoras de 
Salud previstas en el artículo 
230 de la Ley 100 de 1993, 

Se acoge texto de Cámara.

Se cambia numeración pasa a 
ser el artículo 17.

Artículo 17. Facultades de 
la Superintendencia Nacio-
nal de Salud. Las decisiones 
administrativas que en ejerci-
cio de sus funciones adopte 
la Superintendencia Nacional 
de Salud, en el marco de las 
medidas establecidas en el 
numeral 5 del artículo 37 de la 
Ley 1122 de 2007, así como 
las de revocatoria total o par-
cial de habilitación o autori-
zación de funcionamiento de 
las Empresas Promotoras de 
Salud previstas en el artículo 
230 de la Ley 100 de 1993,
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TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

SENADO

TEXTO APROBADO 
EN PLENARIA DE 

CÁMARA

OBSERVACIONES Y 
CORRECCIONES

TEXTO PROPUESTO 
PARA CONCILIACIÓN

de igual forma las previstas 
en el artículo 125 de la Ley 
1438 de 2011 serán de ejecu-
ción inmediata.

El recurso de reposición que 
se interponga contra este acto 
administrativo, se concederá 
en el efecto devolutivo.

de igual forma las previstas 
en el artículo 125 de la Ley 
1438 de 2011, serán de ejecu-
ción inmediata.

El recurso de reposición que 
se interponga contra este acto 
administrativo, se concederá 
en el efecto devolutivo.

No existe en texto de Senado. Artículo 11. Información 
para el control de aplicación 
eficiente de los recursos del 
SGSSS. Las personas natu-
rales y jurídicas que se en-
cuentren dentro del ámbito 
de vigilancia de la Superin-
tendencia Nacional de Salud 
así, como sus representantes 
legales, directores o secre-
tarios de salud o quién haga 
sus veces, jefes de presupues-
to, tesoreros y demás fun-
cionarios responsables de la 
administración y manejo de 
los recursos del sector salud 
en las entidades territoriales, 
funcionarios y empleados del 
sector público y privado de 
las entidades vigiladas por 
dicha Superintendencia, de-
berán reportar la información 
necesaria para el control de 
la aplicación eficiente de los 
recursos del SGSSS con la 
calidad exigida en la norma-
tividad prevista para tal fin. 
El incumplimiento de esta 
obligación dará lugar a la 
aplicación de las sanciones 
previstas en el artículo 130 de 
la Ley 1438 de 2011, previo 
el trámite del procedimiento 
administrativo sancionatorio 
contemplado en el artículo 
128 de la mencionada ley.

Se acoge texto de Cámara

Se cambia numeración, pasa 
a ser el artículo 18

Artículo 18. Información 
para el control de aplicación 
eficiente de los recursos del 
SGSSS. Las personas natu-
rales y jurídicas que se en-
cuentren dentro del ámbito 
de vigilancia de la Superin-
tendencia Nacional de Salud, 
como sus representantes le-
gales, directores o secretarios 
de salud, o quienes hagan sus 
veces, jefes de presupuesto, 
tesoreros; demás funciona-
rios responsables de la ad-
ministración y manejo de 
los recursos del sector salud 
en las entidades territoriales, 
funcionarios y empleados del 
sector público y privado de 
las entidades vigiladas por 
dicha Superintendencia; de-
berán reportar la información 
necesaria para el control de 
la aplicación eficiente de los 
recursos del SGSSS con la 
calidad exigida en la norma-
tividad prevista para tal fin. 
El incumplimiento de esta 
obligación dará lugar a la 
aplicación de las sanciones 
previstas en el artículo 130 de 
la Ley 1438 de 2011, previo 
el trámite del procedimiento 
administrativo sancionatorio 
contemplado en el artículo 
128 de la mencionada ley, o 
las leyes que lo modifiquen.

Artículo 14. Vigencia. La 
presente ley rige desde el mo-
mento de su promulgación y 
deroga las demás normas que 
le sean contrarias, especial-
mente los artículos 81 y 82 de 
la Ley 1438 de 2011.

Artículo 12. Vigencia. La 
presente ley rige desde el mo-
mento de su promulgación y 
deroga las demás normas que 
le sean contrarias.

Se acoge texto de Cámara.

Se cambia numeración, pasa 
a ser el artículo 19.

Artículo 19. Vigencia. La 
presente ley rige desde el mo-
mento de su promulgación y 
deroga las demás normas que 
le sean contrarias.

De conformidad con lo anterior se presenta por 
la comisión de conciliación el siguiente texto del 
articulado, con las modificaciones y sugerencias 
ya insertadas, para facilidad en la lectura. Y 
respetuosamente solicitamos a las plenarias 
de Senado y Cámara, dar debate y posterior 
aprobación al presente informe y al texto que a 
continuación se pone a consideración:

TEXTO CONCILIADO DEL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 90 DE 2017 SENADO, 

303 DE 2018 CÁMARA
por medio del cual se adoptan medidas para la 

gestión y transparencia en el Sistema de Seguridad 
Social en Salud y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
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DECRETA:
Artículo 1º. Del objeto y alcance. La 

presente ley adopta medidas a fin de mejorar la 
transparencia, vigilancia, control y aplicación 
del uso de los recursos financieros del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud. Mejorar 
la eficiencia de operación y transparencia a través 
de la unificación de los sistemas de información 
de gestión financiera y asistencial, la publicación 
de información esencial para el control social y 
rendición de cuentas de los agentes del sector; 
así como introducir decisiones de operación 
de la prestación de servicios y mecanismos de 
asignación de recursos para el aseguramiento por 
desempeño, con el fin de promover la alineación 
entre agentes del sector, que logre resultados 
encaminados hacia el mejoramiento de la salud y 
de la experiencia de la población colombiana en 
los servicios de salud.

Artículo 2º. El Sistema Integrado de 
Control, Inspección y Vigilancia para el Sector 
Salud. Créase el Sistema Integrado de Control, 
Inspección y Vigilancia para el Sector Salud, a 
partir de la acción especializada y coordinada entre 
la Superintendencia Financiera, Superintendencia 
de Sociedades, la Superintendencia de Industria 
y Comercio y la Superintendencia Nacional de 
Salud, bajo la coordinación y dirección de esta 
última quien será la encargada de adelantar el 
proceso sancionatorio, sin causar cargo alguno por 
sobretasas, o tarifas de contribución adicionales.

La Superintendencia Financiera podrá servir 
de asesor técnico, brindar capacitación, emitir 
conceptos, transferencia de conocimiento, y 
mejores prácticas para el fortalecimiento de la 
Superintendencia Nacional de Salud, con el fin 
de que esta ejerza la inspección, vigilancia y 
control sobre las Entidades Promotoras de Salud 
u otras aseguradoras en salud, así mismo, sobre 
operadores logísticos de tecnologías en salud y 
gestores farmacéuticos, en lo que corresponde a 
las condiciones financieras y a las buenas prácticas 
de Gobierno corporativo que deben cumplir 
estas entidades. La Superintendencia Financiera 
emitirá un informe anual sobre el desempeño de 
los principales indicadores financieros de estas 
entidades.

La Superintendencia de Sociedades ejercerá 
la inspección, vigilancia y control sobre 
las sociedades del sector salud y empresas 
unipersonales que operen en el sector, a efecto de 
verificar el cumplimiento de las normas de derecho 
de sociedades y demás asignadas a este ente de 
control. El Gobierno reglamentará la materia.

La Superintendencia de Industria y Comercio 
ejercerá la vigilancia, control e inspección 
sobre la promoción de la competencia en el 
sector salud, mediante la imposición de multas 
cuando se infrinjan las disposiciones de prácticas 
comerciales restrictivas a la competencia y 
competencia desleal, fusiones y obtención de 

control de empresas en el mercado de la salud y el 
abuso de posición de dominante, entre otras.

Parágrafo 1°. Se entiende por gestores 
farmacéuticos los operadores logísticos, 
cadenas de droguerías, cajas de compensación 
y/o establecimientos de comercio, entre otros, 
cuando realicen la dispensación ambulatoria en 
establecimientos farmacéuticos a los afiliados del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud por 
encargo contractual de las EPS, IPS y de otros 
actores del sistema.

Parágrafo 2°. Respecto de las investigaciones 
para determinar si se configuran grupos 
empresariales o situaciones de control, en los 
términos del artículo 30 de la Ley 222 de 1995, 
la competencia será de la Superintendencia de 
Sociedades.

Artículo 3º. Del Sistema Integral de 
Información Financiera y Asistencial. El sistema 
integral de información financiera y asistencial 
tendrá por objeto agilizar la transmisión y 
evaluación de la información financiera, de 
manera que se acelere el flujo de recursos y la 
transparencia que soportan las transacciones entre 
los agentes del sector salud.

El diseño e implementación del sistema estará 
a cargo del Ministerio de Salud y Protección 
Social, quien tendrá la concurrencia y apoyo del 
Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, en el proceso de garantía de 
conexión de todos los agentes del sector, según 
sus competencias.

Para efectos de la inspección, vigilancia y 
control, el Ministerio de Salud y Protección Social 
definirá los contenidos técnicos de conectividad, 
lineamientos y estándares técnicos de 
interoperabilidad de los sistemas de información 
de cada uno de los actores del sistema, con el 
fin de alcanzar las condiciones necesarias para 
implementar el Sistema Integral de Información 
Financiera y Asistencial.

La Superintendencia de Salud administrará la 
información necesaria para efectos de inspección, 
vigilancia y control.

Artículo 4º. Registro de Contratación de 
Servicios y Tecnologías de Salud. El Ministerio 
de Salud y Protección Social creará un portal de 
registro electrónico, en el cual se deberá reportar 
los intercambios comerciales de prestación de 
servicios en salud y tecnologías en salud. En los 
casos donde no medie contrato, como: las atenciones 
de urgencias y similares, en este caso, el reporte 
será posterior. Se excluye de esta información, las 
transacciones que sean con recursos propios de 
las personas naturales y jurídicas. La información 
contenida en dicha plataforma será de público 
acceso cuando involucre recursos del Sistema de 
Seguridad Social en Salud.

El Gobierno nacional definirá los estándares 
de la información requerida y su periodicidad 
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de reporte, que deberán incluir: la modalidad de 
contratación, información financiera, gastos en 
salud, pagos por los servicios de salud, número 
y tipo de prestaciones de servicios y tecnologías 
en salud contratadas. La operación del sistema de 
información de registro de contratación estará a 
cargo del Ministerio de Salud y Protección Social 
o quien este designe.

Artículo 5º. Valores Máximos de Recobros. 
En ningún caso la administradora de los Recursos 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud 
(ADRES), podrá reconocer y pagar servicios y 
tecnologías en salud no financiados con cargo 
a los recursos de la UPC, salvo los recursos 
destinados al saneamiento de pasivos estipulado 
en la presente ley, cuando estos sean superiores a 
los valores y techos máximos que para el efecto 
establezca el Ministerio de Salud y Protección 
Social, a partir de una metodología que tenga 
en cuenta los valores recobrados o cobrados, y 
considerando incentivos por el uso eficiente de 
los recursos. La Administradora de los Recursos 
del Sistema General de Seguridad Social en 
Salud (ADRES) reportará y enviará al Ministerio 
de Salud y Protección Social las bases de datos 
estandarizados de conformidad con el mecanismo, 
periodicidad, variables, oportunidad, detalle y 
calidad que dicho ministerio defina, a través 
del portal de registro electrónico y del Sistema 
Integral de Información contenidos en la presente 
ley.

Artículo 6°. Prácticas riesgosas financieras 
y de atención en salud en el Sistema General 
de Seguridad Social en Salud. En concordancia 
con el Sistema Preventivo de Prácticas Riesgosas 
del artículo 12 de la Ley 1474 de 2011 y con la 
organización del aseguramiento del artículo 14 de 
la Ley 1122 de 2007, sin perjuicio de la aplicación 
de las sanciones previstas en la ley, se consideran 
como prácticas riesgosas -sin ser las únicas- las 
siguientes:

6.1 Los pagos, compensaciones de cuentas, 
desembolsos, descuentos o devoluciones con base 
en notas crédito simulados o sin debido sustento 
real o fáctico.

6.2 Los acuerdos expresos o tácitos para la 
entrega directa o indirecta de beneficios como: 
pagos o subsidios a cualquier actor del Sistema 
General de Seguridad Social de Salud con el 
propósito de inducir o incentivar la compra o 
uso de un determinado producto o servicio, o de 
obtener exclusividad desleal entre un proveedor 
y un prestador de servicios o de una aseguradora 
en salud.

6.3 El pago de acreencias a los socios o 
entidades que tengan participación en la entidad 
aseguradora en salud, sin haber solventado 
en primera instancia las obligaciones con sus 
acreedores externos.

Artículo 7º. Reorganización y racionalización 
de las redes prestadoras de servicios de salud. 

Los departamentos, en coordinación con los 
municipios de su jurisdicción, y los Distritos, 
reorganizarán la oferta de prestación de servicios 
de salud teniendo en cuenta los prestadores 
públicos, privados y mixtos. También promoverá 
la racionalización de servicios y el control de la 
oferta de los mismos en su territorio, privilegiando 
la red pública y atendiendo los principios de 
transparencia, coordinación, concurrencia, 
complementariedad, eficiencia, responsabilidad, 
austeridad y asociación, así como las normas 
que hacen parte del régimen de protección de 
la libre competencia en materia del control de 
integraciones empresariales y además las normas 
especiales que aplican al sector salud sobre tales 
materias.

El resultado de los citados procesos podrá 
ser la conformación o reorganización de 
Empresas Sociales del Estado con Unidades 
Prestadoras de Servicios de Salud, del orden 
departamental, distrital o municipal, que puedan 
tener una administración común, responsables 
de la prestación de los servicios de salud en los 
diferentes niveles de complejidad, incluidos 
sus procesos internos. Lo anterior sin afectar la 
prestación del servicio de salud a los usuarios.

El Gobierno nacional, en un plazo de seis (6) 
meses a partir de la expedición de la presente ley, 
reglamentará la organización y la operación de la 
red prestadora de servicios de salud.

Parágrafo 1°. Lo anterior en consonancia 
con lo dispuesto en la Sentencia T 357 de 2017, 
respecto de la prestación de servicios en Salud, 
en los territorios con población indígena dispersa.

Parágrafo 2°. El régimen de contratación, 
venta de servicios y vinculación de personal de 
las sociedades de economía mixta, integrantes del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud, 
será el Derecho Privado.

Artículo 8º. Programa de Saneamiento Fiscal 
y Financiero para Las Empresas Sociales del 
Estado. Es un programa integral, institucional, 
financiero y administrativo, que tiene por objeto 
restablecer la solidez económica y financiera 
de estas Empresas y asegurar la continuidad, la 
calidad y la oportunidad en la prestación del 
servicio público de salud para toda la población 
en el territorio nacional, en especial, en las zonas 
marginadas o de baja densidad poblacional.

Las Empresas Sociales del Estado, 
categorizadas en riesgo medio o alto, deberán 
adoptar un Programa de Saneamiento Fiscal y 
Financiero, conforme a la metodología definida 
por los Ministerios de Salud y Protección 
Social, y de Hacienda y Crédito Público, el cual 
reglamentará las condiciones de adopción y 
ejecución correspondientes.

Las Empresas Sociales del Estado cuyos 
Programas de Saneamiento Fiscal y Financiero 
se encuentren en proceso de viabilidad o 
debidamente viabilizados por el Ministerio de 
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Hacienda y Crédito Público, a la fecha de entrada 
en vigencia de la presente ley, no serán objeto de 
categorización de riesgo hasta tanto el programa 
no se encuentre culminado.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
apoyado por el Ministerio de Salud y Protección 
Social, definirá los parámetros generales de 
adopción, seguimiento y evaluación de los 
programas a que hace referencia este artículo y 
tendrá a cargo la viabilidad y evaluación de los 
mismos.

Los recursos que destine la Nación, las 
entidades territoriales, las Leyes 1608 de 2013, 
1797 de 2016 y demás disposiciones, se podrán 
aplicar conforme a la reglamentación definida por 
el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Parágrafo 1°. A las Empresas Sociales del 
Estado que hayan sido remitidas por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público a la Superintendencia 
Nacional de Salud, antes de la entrada en vigencia 
de la presente ley, se les aplicará la metodología 
de categorización del riesgo y, en consecuencia, 
presentarán el programa de saneamiento fiscal 
y financiero ante el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público.

Parágrafo 2°. Las fundaciones que sean 
categorizadas en riesgo medio o alto por el 
Ministerio de Salud y Protección Social, podrán 
adoptar un Programa de Saneamiento Fiscal 
y Financiero en las condiciones establecidas 
en el presente artículo, de conformidad con la 
reglamentación que para el efecto expida el 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y 
podrán acceder a los recursos del Programa de 
Saneamiento Fiscal y Financiero de que trata la 
Ley 1608 de 2013 y demás normas concordantes.

Parágrafo 3°. El incumplimiento de 
lo dispuesto en el presente artículo genera 
responsabilidad disciplinaria y fiscal para los 
representantes legales y revisores fiscales, de las 
entidades territoriales y de las Empresas Sociales 
del Estado, según corresponda.

Parágrafo 4º. Las entidades territoriales, en 
un término de tres (3) años contados a partir de 
la entrada en vigencia de la presente ley, deberán 
cumplir con lo establecido en este artículo en el 
marco del Programa de Reorganización, Rediseño 
y Modernización de las Redes de Prestación de 
Servicios de Salud, según reglamentación que 
implemente el Gobierno nacional, conforme a 
los recursos dispuestos para la financiación de los 
programas de saneamiento fiscal y financiero de 
las ESE.

Artículo 9°. Aplicación de las medidas del 
Plan de Saneamiento Fiscal y Financiero. A 
partir de la fecha de presentación de los programas 
de saneamiento fiscales y financieros que adopten 
las ESE categorizadas en riesgo medio o alto, 
y hasta que se emita el pronunciamiento del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, no 
podrá iniciarse ningún proceso ejecutivo contra 

la ESE y se suspenderán los que se encuentren 
en curso. Durante la evaluación del programa se 
suspende el término de prescripción y no opera la 
caducidad de las acciones respecto de los créditos 
contra la ESE.

Como consecuencia de la viabilidad del 
programa se levantarán las medidas cautelares 
vigentes y se terminarán los procesos ejecutivos 
en curso. Serán nulas de pleno derecho las 
actuaciones judiciales con inobservancia de la 
presente medida. Lo anterior no tendrá aplicación 
cuando se presente concepto de no viabilidad 
por parte del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, en este caso el Ministerio de Salud y 
Protección Social y la Superintendencia Nacional 
de Salud deben dar aplicación al artículo 7 de la 
presente ley.

Artículo 10. Apoyo al cumplimiento de 
acuerdos de reestructuración y saneamiento 
de entidades del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud. En la distribución de los 
recursos que destine la Nación y las entidades 
territoriales, para los programas de saneamiento 
fiscal y financiero, tendrán prelación las Empresas 
Sociales del Estado.

Artículo 11. Saneamiento de Pasivos. En 
la fecha de corte que determine el Gobierno 
nacional, se realizará un proceso de aclaración de 
los pasivos entre todos los responsables de pago 
del Sistema de Seguridad Social en Salud, las IPS 
y demás proveedores de tecnologías en Salud.

Para este fin se tendrá en cuenta como mínimo 
lo siguiente:

1.	 Criterios de auditorías estandarizados.
2.	 Cruces de información que podrán ser apo-

yados por el Ministerio de Salud y Protec-
ción Social y/o la Superintendencia Nacio-
nal de Salud.

3.	 Con el resultado del procedimiento de au-
ditoría, aclaración y conciliación de cuen-
tas, se elaborará un inventario de deudas y 
responsables del pago. Las cuentas que no 
puedan ser conciliadas se resolverán por 
la Superintendencia Nacional de Salud, en 
ejercicio de su función jurisdiccional, dentro 
de los términos que defina el reglamento.

4.	 Las deudas a cargo de la ADRES y las en-
tidades territoriales, serán saneadas por el 
Estado según sus competencias. Para este 
fin, se podrán establecer mecanismos finan-
cieros que otorguen liquidez al sector y per-
mitan garantizar el pago.

5.	 Los responsables de pago de deudas priva-
das, deberán acelerar procesos de capitali-
zación y podrán acceder, con las respectivas 
garantías, a créditos estructurados con la 
banca de segundo piso, que respaldarán y/o 
asumirán los propietarios de las EPS.
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Concluido el proceso de aclaración y 
determinada la forma de pago de las acreencias, de 
manera inmediata se deberán realizar los ajustes 
contables que correspondan, según lo definido en 
el artículo 9° de la Ley 1797 de 2016 y demás 
normas aplicables.

Artículo 12. Giro Directo. Los recursos 
que se dispongan por la Nación o las entidades 
territoriales para el saneamiento durante el 
período que determine el Ministerio de Salud y 
Protección Social; y los recursos corrientes de la 
UPC serán girados por la Administradora de los 
Recursos del Sistema General de Seguridad Social 
en Salud (ADRES) en nombre de las Entidades 
Promotoras de Salud, al prestador de Servicios de 
Salud o proveedores de tecnologías en salud. De 
igual forma se procederá con las posibles líneas 
de créditos que se estructuren por la banca de 
segundo piso.

La UPC que se reconozca con posterioridad a 
la fecha de corte para el saneamiento, se destinará 
para pagar las obligaciones corrientes. Durante 
el período de saneamiento, las utilidades que se 
pudieran generar en las EPS, deberán capitalizarse 
para disminuir los pasivos hasta que culmine 
el pago de las deudas determinadas según este 
artículo.

La Superintendencia Nacional de Salud, el 
Ministerio de Salud y Protección Social realizará 
el seguimiento permanente a la oportunidad del 
giro de los recursos, así como a su destinación.

Parágrafo. No estarán sujetas a lo dispuesto 
en este artículo las EPS adaptadas del Estado y 
aquellas que en su desempeño financiero cumplan 
con el patrimonio adecuado.

Artículo 13. Incentivos a la gestión y resultados 
en salud. El Ministerio de Salud y Protección 
Social, con el apoyo de la Superintendencia 
Financiera, la Superintendencia Nacional de Salud 
y la Administradora de los recursos del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud (ADRES), 
diseñará e implementará mecanismos para que 
los prestadores de servicios de salud obtengan 
incentivos por el logro de resultados en salud, 
pronto pago, reducción de la tendencia de eventos 
de alto costo, entre otros.

El Ministerio de Salud y Protección Social 
definirá los resultados e indicadores de salud 
trazadora, financiera y de tendencias de costos, 
así como el origen y variación de los recursos 
destinados para este fin, entre los cuales podrá 
incluir la subcuenta de promoción de la salud.

Los incentivos podrán ser diseñados 
considerando la flexibilización o endurecimiento 
de las condiciones financieras y requerimientos 
patrimoniales, asignación de recursos adicionales 
a la UPC susceptibles de ser parte de la utilidad, 
incentivos por resultados y calidad en el servicio 
de las IPS.

Artículo 14. Sistema de Administración 
de Riesgos. Toda entidad que opere dentro del 
Sistema General de Seguridad Social en Salud 
deberá implementar un Sistema de Administración 
de Riesgos que le permita identificar, medir, 
controlar y monitorear todos los riesgos a los que 
está expuesta en su operación. Este sistema debe 
incluir la gestión del riesgo en salud, financiero y 
operativo.

La Superintendencia Nacional de Salud 
establecerá los lineamientos de este sistema para 
cada tipo de sus entidades vigiladas.

Parágrafo. La implementación del Sistema de 
Administración de Riesgos se realizará de manera 
obligatoria para todas las entidades vigiladas 
por la Superintendencia Nacional de Salud, sin 
perjuicio de que su implementación sea gradual 
por tipo de vigilado y/o estructura o tamaño de las 
operaciones que desarrolla.

Artículo 15. Factura electrónica en salud. 
Todos los prestadores de servicios de salud están 
obligados a generar factura electrónica para el 
cobro de los servicios y tecnologías en salud. 
Deberán presentarla, al mismo tiempo ante la 
DIAN y la entidad responsable de pago con sus 
soportes en el plazo establecido en la ley, contado 
a partir de la fecha de la prestación del servicio, de 
la entrega de la tecnología en salud o del egreso 
del paciente, prescribirá el derecho en los términos 
de ley.

El Ministerio de Salud y Protección Social 
definirá los lineamentos, soportes y términos 
que deben cumplir las facturas, incluyendo los 
requisitos asociados al Registro Individual de 
Prestación de Servicios de Salud (RIPS), y en 
lo que sea pertinente en coordinación con la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 
(DIAN).

En todo caso la generación de los RIPS se 
realizará al momento de prestar el servicio, de la 
entrega de tecnología en salud o del egreso del 
paciente.

Artículo 16. Planeación del Presupuesto de 
las Empresas Sociales del Estado. Las Empresas 
Sociales del Estado que no se encuentren 
catalogadas en riesgo financiero, o que no sean 
objeto de planes o medidas de saneamiento fiscal 
y financiero por este motivo, podrán elaborar 
y ejecutar sus presupuestos basándose en sus 
estados financieros: balance, estado de resultados 
y flujo de caja, y sus respectivas proyecciones.

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
en coordinación con el Ministerio de Salud y 
Protección Social, impartirá las instrucciones para 
dar cumplimiento a lo anterior.

Artículo 17. Facultades de la Superintendencia 
Nacional de Salud. Las decisiones administrativas 
que en ejercicio de sus funciones adopte la 
Superintendencia Nacional de Salud, en el marco 
de las medidas establecidas en el numeral 5 del 
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artículo 37 de la Ley 1122 de 2007, así como las 
de revocatoria total o parcial de habilitación o 
autorización de funcionamiento de las Empresas 
Promotoras de Salud previstas en el artículo 230 
de la Ley 100 de 1993, de igual forma las previstas 
en el artículo 125 de la Ley 1438 de 2011, serán de 
ejecución inmediata.

El recurso de reposición que se interponga 
contra este acto administrativo, se concederá en el 
efecto devolutivo.

Artículo 18. Información para el control 
de aplicación eficiente de los recursos del 
SGSSS. Las personas naturales y jurídicas que se 
encuentren dentro del ámbito de vigilancia de la 
Superintendencia Nacional de Salud, como sus 
representantes legales, directores o secretarios 
de salud, o quienes hagan sus veces, jefes de 
presupuesto, tesoreros; demás funcionarios 
responsables de la administración y manejo de 
los recursos del sector salud en las entidades 
territoriales, funcionarios y empleados del sector 
público y privado de las entidades vigiladas 
por dicha Superintendencia; deberán reportar 
la información necesaria para el control de la 
aplicación eficiente de los recursos del SGSSS con 
la calidad exigida en la normatividad prevista para 
tal fin. El incumplimiento de esta obligación dará 
lugar a la aplicación de las sanciones previstas 
en el artículo 130 de la Ley 1438 de 2011, previo 
el trámite del procedimiento administrativo 
sancionatorio contemplado en el artículo 128 de 
la mencionada ley, o las leyes que lo modifiquen.

Artículo 19. Vigencia. La presente ley rige 
desde el momento de su promulgación y deroga 
las demás normas que le sean contrarias.

De esta manera queda rendido el informe de 
conciliación del Proyecto de ley número 90 de 

2017 Senado, 303 de 2018 Cámara, por medio 
del cual se adoptan medidas para la gestión y 
transparencia en el sistema de seguridad social en 
salud y se dictan otras disposiciones y se solicita 
someter a debate, con la prioridad reglamentaria 
en el orden del día.

Atentamente,
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